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La implementación del Sistema Penal Acusatorio en Colombia conllevó no solo a 
una serie de reformas constitucionales, sino a un cambio en los roles que en 
desarrollo de este representa el órgano persecutor. Dentro de las nuevas facultades 
previstas, se encuentra la posibilidad por parte de la Fiscalía General de la Nación 
de suspender, interrumpir o renunciar al ejercicio de la acción penal, ello conforme 
a lo previsto en los artículos 321 a 330 de la Ley 906 de 2004, así como lo 
reglamentado por la Resolución 04155 de 2016, proferida por el Fiscal General de 
la Nación. 
Por su parte, los bienes jurídicos objeto de protección, cuya reglamentación 
corresponde de manera exclusiva al legislador, abarcan igualmente la protección de 
bienes jurídicos de carácter colectivo, tales como los recursos naturales y el medio 
ambiente, situación que evidencia la necesaria sanción penal de dichos actos, 
teniendo en consideración que las sanciones administrativas previstas ya no son 
suficientes. 
Sin embargo, la efectividad en las investigaciones de carácter penal referente 
a los recursos naturales y el medio ambiente encuentran en la práctica un sinnúmero 
de dificultades, entre ellos, por ejemplo, la suficiente recolección de elementos 
materiales probatorios y análisis de laboratorio, que impiden llevar hasta el final y 
con excelentes resultados la culminación de los procesos penales. 
De acuerdo con lo anterior, para esta investigación se ha planteado el 
siguiente interrogante: ¿son aplicables las causales 4, 5 y 7 del principio de 
oportunidad como mecanismo de terminación anticipada del proceso en las 
conductas punibles contra los recursos naturales y el medio ambiente? 
A este respecto, la hipótesis que se intenta desarrollar consiste en que la 
existencia de nuevas figuras procesales, tales como el principio de oportunidad, 
aplicable para el caso concreto de los delitos contra los recursos naturales y el 
medio ambiente, en la modalidad de suspensión a prueba, aseguran el 
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cumplimiento de los presupuestos de verdad, justicia y reparación, así como de los 
postulados propios del derecho penal en cuanto a la prevención general y especial. 
La presente investigación se desarrolla en cuatro capítulos, el primero de 
ellos orientado a ubicar al lector en las generalidades de la figura del principio de 
oportunidad, las modalidades previstas para su aplicación, las causales 
taxativamente previstas, así como el procedimiento que en la práctica debe surtirse 
para su materialización. Posteriormente, en el capítulo segundo se establece lo 
referente a la protección penal del medio ambiente en Colombia, su fundamento 
nacional e internacional, así como también se hace referencia a la interpretación 
doctrinal en materia de protección al medio ambiente. En el capítulo tercero se 
aborda en concreto y caracterizan los tipos penales de daño en los recursos 
naturales y contaminación ambiental, así como se exponen los casos prácticos en 
los cuales hubo lugar a la aplicación del principio de oportunidad en la modalidad 
de suspensión de procedimiento a prueba. Por último, en el capítulo cuarto se hace 
referencia a la temática particular de reparación en los casos de afectación de los 


























Establecer los fundamentos del derecho penal ambiental en Colombia. 
 
1.2 OBJETIVOS ESPECÍFICOS  
• Identificar en qué consiste la figura del principio de oportunidad como 
mecanismo de terminación anticipada del proceso penal.  
• Determinar los parámetros de la aplicación de la figura del principio de 
oportunidad como mecanismo de terminación anticipada del proceso penal 

























2. EL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD 
 
 
2.1. ARTÍCULO 250 CONSTITUCIONAL 
El principio de oportunidad constituye una excepción al postulado de legalidad. 
Consiste, de acuerdo con lo normado en el artículo 250 de la Carta Política, en la 
suspensión, interrupción o renuncia de la persecución penal, en los casos que 
establezca la Ley, conforme a la política criminal del Estado. 
 El artículo 250 Constitucional, establece: 
 
La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que 
lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, 
siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la 
posible existencia del mismo. No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni 
renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley para la 
aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de la política criminal 
del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que ejerza 
las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros 
de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
De esta definición, se desprende, que no basta con el conocimiento de un 
hecho que revista características de punible, sino es de acuerdo al desarrollo de 
una investigación penal donde se determinen las circunstancias de la comisión de 
la conducta, se cuenten con elementos materiales probatorios que desvirtúen la 
presunción de inocencia y se identifiquen e individualicen al autor o autores de dicha 
conducta, que el principio de oportunidad procede. 
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Sin embargo, antes de continuar el análisis acerca del contenido y 
características del principio de oportunidad, deberá indicarse cómo esta figura se 
fundamenta en la existencia de una política criminal del Estado, donde la actividad 
de persecución penal estatal en la que actúan varios sujetos o autoridades públicas 
con funciones previamente establecidas se desarrolla en el marco de un sistema 
penal acusatorio. 
Al respecto, señala Mestre (2017) que “la principal característica de este 
sistema es la clara separación de las funciones de acusación y de juzgamiento” (p. 
225). Esto conlleva que si bien es la Fiscalía quien dispone del ejercicio de la acción 
penal, las decisiones que adopte, y, en el caso concreto, al dar lugar a la aplicación 
del principio de oportunidad, deberá someterlo ante un juez de control de garantías, 
asegurando así los derechos de las víctimas, el debido proceso y el acceso a la 
administración de justicia. 
Ello, además, teniendo en cuenta que la figura del principio de oportunidad 
responde a medidas de justicia restaurativa, y “resalta la necesidad de reflexionar 
acerca de los vínculos a veces ignorados entre derecho penal, pena y proceso 
penal” (Mestre, p. 238), lo cual se entrelaza, entre otras funciones, con el hecho de 
que la Fiscalía deba “diseñar estrategias, definir objetivos e instrumentar medios 
idóneos, para lo cual debe consultar la realidad social, política, cultural y económica, 
siendo una de estas medidas la reglamentación de la institución objeto de estudio” 
(Arocena, 2008, p. 4).  
 
2.2 LEY 906 DE 2004 
 
El sistema penal acusatorio se encuentra reglamentado a través de la Ley 906 de 
2004, norma que establece lo referente a principios rectores, garantías procesales, 
procedimientos, competencias, medios de prueba, técnicas de indagación e 
investigación, justicia restaurativa, entre otros aspectos en materia penal. 
El artículo 321 de esta ley dispone lo relacionado con la aplicación del 
principio de oportunidad, señalando que este deberá hacerse con sujeción a la 
política criminal del Estado, ello analizado bajo la óptica retributiva y de acuerdo con 
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postulados de aplicación del principio de oportunidad, que permiten reconocerlo y 
sustentarlo, al respecto, Mestre (2017) señala cómo Vives Anton (1992), en su 
oportunidad, indicó que: 
 
la retribución, como fin de la pena, ha perdido su base teórica, aunque siga siendo un 
referente importante para legitimar y fortalecer las posiciones garantistas y 
humanizadoras que establecen los límites a la sanción penal y enlaza la cuestión con la 
discusión acerca del Principio de Oportunidad. (p. 244) 
 
Afirma, entre otros, Mestre cómo en el Estado de derecho ese principio de 
legalidad no ha sido dejado de lado. Su interpretación se realiza tomando en 
consideración postulados del principio de igualdad, que de manera directa 
constituye la base para que el legislador determine los presupuestos de la sanción 
penal, así como cuáles conductas son susceptibles de dicha sanción.  
Por su parte, dentro del análisis a las excepciones del principio de legalidad, 
Mestre añade que estas se fundamentan en el principio constitucional de 
proporcionalidad, que para el caso conduce a analizar en cada caso concreto la 
procedencia o no de la suspensión y posterior renuncia del ejercicio de la acción 
penal (p. 245). 
 En cuanto al carácter restaurativo de la política criminal, y bajo el cual se ha 
edificado el principio de oportunidad, aquel se establece como mínimo a partir de 
los siguientes aspectos: i) centrar la atención en el conflicto como fenómeno social 
y no en el delito como fenómeno normativo; ii) reconocer y asumir a las víctimas 
como protagonistas tan válidos como los victimarios o infractores; y iii) construir 
respuestas que potencien las ventajas y beneficios de las propuestas tradicionales 
pero que con una perspectiva social y victimológica complementen y asuman las 
principales críticas que se han formulado, para alejaras de sus vicios, Mestre (2017, 
p. 255). 
 Es decir, que el fenómeno delictivo asuma un rol social, que implica involucrar 
a las víctimas en la solución de esta problemática, orientándose a la resocialización, 
la convivencia pacífica y con ello limitar la intervención penal al abordar la 
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criminalidad desde otra perspectiva incluyente por parte de los afectados por dicho 
fenómeno, con medidas de prevención especial y general, y que resarza la 
afectación de quien es considerado como víctima. 
El principio de oportunidad se encuentra reglado y su aplicación se sujeta, tal 
como lo señala el artículo 322 y 323 del Código objetivo Penal, Ley 906 de 2004, a 
“las causales taxativamente definidas en la ley, con sujeción a la reglamentación 
expedida por el Fiscal General de la Nación y sometido a control de legalidad ante 
el juez de garantías”. 
 El inciso primero del artículo 323 de la norma en cita señala las modalidades 
en las cuales puede aplicarse el principio de oportunidad, y corresponden a la 
suspensión, interrupción y renuncia de la persecución penal, según se muestra a 
continuación.  
 
2.2.1. Modalidad de suspensión de procedimiento a prueba 
 
Tal como lo expone Ospina Vargas (2018), se trata de una modalidad de aplicación 
del principio de oportunidad, mediante la cual la Fiscalía General de la Nación (en 
adelante, FGN), de acuerdo con la política criminal del Estado, pausa la persecución 
penal, por un período no mayor de 36 meses, término en el cual el sujeto pasivo: i) 
cumple con un plan de reparación diseñado con base en la justicia restaurativa, en 
donde el procesado con ayuda de un facilitador, la víctima y la comunidad, participan 
en la resolución de las consecuencias originadas con el delito; y ii) da cumplimiento 
a una serie de condicionamientos previamente establecidos. Todo lo anterior, 
encaminado entre otros a lograr la reparación y la reintegración de las víctimas y 
del sujeto activo del delito (p. 14). 
Para la aplicación del principio de oportunidad es necesario el desarrollo de dos 
audiencias ante juez de control de garantías, la primera, en donde se indica el 
término de suspensión del procedimiento, las condiciones y demás circunstancias 
que permitan dar lugar a su aprobación; posteriormente, una vez cumplido el plazo 
correspondiente, el fiscal, verificado el cumplimiento de los compromisos o plan 
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establecido, nuevamente acude ante el juez de control de garantías con el objeto 
de solicitar que se decrete la extinción de la acción penal. 
 
2.2.2 Modalidad de interrupción 
 
De acuerdo con lo señalado en la Resolución No. 04155 de 2016, en el artículo 9, 
“se presenta cuando no se impone condición alguna al procesado para la aplicación 
del principio de oportunidad”. 
 
2.2.3 Modalidad de Renuncia 
 
Está modalidad se refiere a la potestad que tiene la Fiscalía General de la Nación 
de solicitar de forma directa al juez de control de garantías que se extinga la acción 
penal, lo cual implica un desistimiento categórico de dicha acción. A este respecto, 
Forero (2014) indica que la renuncia, “aunque no se define, supone la actividad de 
la Fiscalía tendiente a dejar de ejercer la acción penal de forma incondicional” (p. 
261). 
 Ahora bien, debe precisarse que la aplicación del principio de oportunidad, 
se encuentra sujeta a determinar que la conducta investigada sea típica, antijurídica 
y culpable. Tal principio puede tener lugar antes o después de la audiencia de 
formulación de imputación, o para el caso de los delitos señalados en la Ley 1826 
de 2017, antes o después de correr traslado de acusación en el trámite especial 
abreviado; así mismo, será un juez de control de garantías quien, una vez conocido 
el caso expuesto por el fiscal de conocimiento, realizará un control formal y material 
a la solicitud y procederá a adoptar la decisión (Bernal & Montealegre, 2013 p. 103). 
 
2.3 CAUSALES DE PROCEDIBILIDAD 
 
Las causales en las cuales procede la aplicación del principio de oportunidad se 
encuentran señaladas en el artículo 324 de la Ley 906 de 2004, modificado por el 




2.3.1 Causal primera 
El texto de la norma señala lo siguiente:  
 
Cuando se tratare de delitos sancionados con pena privativa de la libertad cuyo máximo 
señalado en la Ley no exceda de seis (6) años o con pena principal de multa, siempre 
que se haya reparado integralmente a la víctima conocida o individualizada; si esto 
último no sucediere, el funcionario competente fijará la caución pertinente a título de 
garantía de la reparación, una vez oído el concepto del Ministerio Público. 
       Esta causal es aplicable, igualmente, en los eventos de concurso de conductas 
punibles siempre y cuando, de forma individual, se cumpla con los límites y las calidades 
señaladas en el inciso anterior. (Ley 906 de 2004) 
 
En primer lugar, se debe determinar en cuáles de las conductas tipificadas 
en la Ley 599 de 2000 es procedente su aplicación, ello en consideración al marco 
punitivo, es decir, a que la pena máxima para la misma, no exceda de seis años, lo 
cual permite concluir que para el caso de las conductas que afectan el bien jurídico 
protegido de los recursos naturales y el medio ambiente no habría lugar a la 
aplicación de esta causal, dado que las penas con base en la modificación realizada 
por la Ley 1453 de 2011 fueron aumentadas y, por ende, no es procedente la 
aplicación de esta causal. 
Sin embargo, haciendo análisis de los elementos que concurren para la 
aplicación de esta causal, se deberá verificar la reparación integral de la víctima, 
condición que es indispensable, para su solicitud.  
La norma hace precisión de que el requisito de la indemnización deberá 
concurrir aun cuando la víctima no se encuentre individualizada. Al respecto, señala 
Perdomo (2005 p. 121):  
 
por víctima en sede de principio de oportunidad se debe entender no solamente el 
concepto de víctima en sentido estricto, es decir y tomando las definiciones de la Corte 
Constitucional en la sentencia C-228 de 2002, la persona respecto de la cual se 
materializa la conducta típica, sino también el concepto de perjudicado, esto es, todo 
aquel que ha sufrido un daño cualquiera como consecuencia directa de la comisión del 
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delito, concepto que, por lo tanto, incluye igualmente a la víctima y se extiende a titulares 
de intereses colectivos difusos.  
 
Lo anterior se considera, sin duda, en el aspecto de quien es víctima en caso 
de delitos que afectan el bien jurídico de los recursos naturales y el medio ambiente, 
como una especial temática controversial que, para efectos del desarrollo de este 
trabajo investigativo, será tratada más adelante. 
En cuanto a la ausencia o decadencia del interés del Estado, esta será 
definida en cada caso concreto y de acuerdo con la ponderación realizada por parte 
del funcionario competente, con observancia de los principios constitucionales y los 
fines de la pena. Respecto a la definición de “interés del estado”, refiere Perdomo 
(2005), que: 
 
desde la perspectiva de la prevención especial se afirma que existe un interés público 
en la persecución del hecho cuando sin la sanción se puede esperar que el sujeto vuelva 
a cometer otros hechos punibles (…) se concreta desde la idea de prevención general, 
mencionándose la defensa material del ordenamiento jurídico, el significado de bien 
jurídico lesionado, la necesidad de prevenir hechos punibles y del reforzamiento del 
sentido de seguridad de la población, entre otros. (p. 124) 
 
2.3.2 Causales segunda y tercera 
 
2. Cuando a causa de la misma conducta punible la persona fuere entregada en 
extradición a otra potencia. 
3. Cuando la persona fuere entregada en extradición a causa de otra conducta punible 
y la sanción imponible en Colombia carezca de importancia comparada con la impuesta 
en el extranjero, con efectos de cosa juzgada.  
 
Al respecto, para su aplicación es necesaria la concurrencia de dos aspectos: 
i) la extradición y ii) que se trate de la misma conducta o a causa de otra conducta 
punible sancionada en el extranjero con una pena mayor respecto a la sanción 
impuesta en Colombia. Lo anterior se materializa, en primer lugar, con la concesión 
por parte del Estado colombiano, en el orden de las causales, a otro Estado, 
conforme a las reglas previstas en los artículos 490 de la norma objetiva penal, y en 
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cumplimiento de los intereses políticos del Estado, en desarrollo de las relaciones 
internacionales, teniendo presente, tal y como lo señala Perdomo (2005), que en 
estos casos la aplicación del principio de oportunidad debe estar sujeta a que “la 
satisfacción del interés público hacia el exterior no debe desconocer la necesidad 
de imposición de la pena en la sociedad” (p. 129). 
Estas causales no impiden que la solicitud de extradición realizada a causa 
de requerimientos por parte de otros Estados se presente por delitos contra los 
recursos naturales y el medio ambiente. Al respecto, es necesario señalar que, de 
acuerdo con el aumento punitivo de la Ley 1453 de 2011, dichas conductas en el 
marco de la dosificación punitiva parten de un mínimo de o superior a cuatro años; 
de igual manera, la figura deberá analizarse conforme a los convenios multilaterales 
de extradición, suscritos por Colombia con diferentes Estados, contrastando que las 
conductas por las cuales se solicita la extradición, sean punibles en Colombia, y 
para el caso de la causal tercera se establezca que la persecución penal en 
Colombia carece de importancia frente a la sanción impuesta en el exterior. 
Al respecto, es de indicar que la Corte Constitucional, en Sentencia C-095 de 
2007, precisó:  
 
La falta de importancia a que se refiere la disposición alude a la magnitud de la pena 
que sería imponible en Colombia, frente a la magnitud de la que ya hubiera sido 
impuesta en el extranjero, con carácter de cosa juzgada, a una persona entregada en 
extradición por una conducta punible distinta de la que se investiga.  
 
Precisa el Tribunal Constitucional que en estos casos se analiza la 
importancia de la pena imponible, partiendo del presupuesto de comparación de los 
resultados objetivos, donde además el fiscal deberá: 
 
a. Verificar que contra la persona investigada existe una sentencia condenatoria con 
efectos de cosa juzgada, por un delito distinto del que se investiga en Colombia. b. 
Verificar que dicha persona fue entregada en extradición. c. Comparar si la pena 
impuesta en la sentencia extranjera es más importante en términos cualitativos y 
cuantitativos que la que sería imponible en Colombia, de manera que esta última vendría 
a ser irrelevante. Al parecer de la Corte el anterior ejercicio comparativo implica una 
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comparación de cada pena según su naturaleza (privativa de la libertad o pecuniaria), 
que responde a parámetros de objetividad claros. (Corte Constitucional, Sentencia C-
095 de 2007, p. 3) 
 
2.3.3 Causal cuarta  
 
4. Cuando el imputado o acusado, hasta antes de iniciarse la audiencia de juzgamiento, 
colabore eficazmente para evitar que el delito continúe ejecutándose, o que se realicen 
otros, o cuando suministre información eficaz para la desarticulación de bandas de 
delincuencia organizada. 
 
Bajo la aplicación de esta causal, en primer lugar, se señala la existencia de 
un término para su procedencia, esto es, antes de la instalación del juicio oral; 
además, se indican unos presupuestos para su concurrencia, la colaboración eficaz 
y el suministro de información. 
En cuanto a la colaboración eficaz, deberá precisarse que esta debe 
encaminarse a evitar que el delito continúe ejecutándose o se realicen otros 
punibles, y en caso de presentarse esa colaboración, particularmente en los delitos 
contra los recursos naturales y el medio ambiente, permitiría la desarticulación de 
bandas o grupos dedicados a la comisión de estos punibles, generando resultados 
positivos en las investigaciones, dada la dificultad de la recolección del material 
probatorio así como la realización de estudios de laboratorio o de avanzada, con los 
que para el caso colombiano no cuenta la Fiscalía General de la Nación. Esa 
colaboración eficaz deberá analizarse en conjunto con los demás elementos 
materiales probatorios para determinar su veracidad (Perdomo, 2005, p. 34). 
Referente al suministro de información, este deberá ser de tal alcance que 
permita la desarticulación de bandas de delincuencia organizada, entendiendo por 
estas aquellas organizaciones con fines delictivos, con un modelo jerárquico, 
regidas bajo un sistema de normas y sanciones internas, caracterizadas, entre otros 
aspectos, por el empleo de la violencia, la cultura de supresión de la prueba y el 
lavado de activos. 
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Estas interpretaciones deberán contemplar, tal como lo ha señalado la Corte 
Constitucional, en Sentencia C-209 de 2007, los derechos de las víctimas. Si bien 
esta cuarta causal no lo precisa de forma obligatoria como lo hace la causal primera, 
estos derechos deberán ser analizados por el fiscal del caso para verificar la 
procedencia de la figura, quien al respecto indicó que de conformidad con lo que 
establece el artículo 328 de la Ley 906 de 2004, el fiscal debe “tener en cuenta los 
intereses de la víctima al aplicar el principio de oportunidad” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-209 de 2007).  
En relación con la expresión “intereses”, observa la Corte que esta no se 
circunscribe al eventual interés económico de la víctima que busca la reparación del 
daño causado por el delito. Como quiera que la víctima acude al proceso penal para 
obtener la satisfacción de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación, y así 
se reconoce en la misma Ley 906 de 2004, la expresión se refiere en realidad a los 
derechos de las víctimas, por lo que al aplicar el principio de oportunidad el fiscal 
deberá considerar tales derechos integralmente, no un mero interés económico. 
Adicionalmente, precisa la Corte que la locución “tener en cuenta” significa valorar 
de manera expresa los derechos de las víctimas, a fin de que esta pueda controlar 
esa decisión ante el juez de control de garantías y tenga fundamento material para 
apelar la decisión del juez que estime lesiva de sus derechos” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-209 de 2007, p. 7). 
Es necesario precisar que en estos casos el esclarecimiento de la verdad, y 
en temas ambientales la desarticulación de organizaciones dedicadas entre otros al 
manejo ilícito de especies exóticas o a la contaminación ambiental, permitirá 
establecer el modus operandi de dichas organizaciones y la identificación de los 
responsables, evitando así la continuación en la ejecución de estas conductas. Esta 
causal será objeto de estudio a profundidad en casos de punibles contra el medio 







2.3.4 Causal quinta 
 
5. Cuando el imputado o acusado, hasta antes de iniciarse la audiencia de juzgamiento, 
se compromete a servir como testigo de cargo contra los demás procesados, bajo 
inmunidad total o parcial. 
 
En este evento, los efectos de la aplicación del principio de oportunidad 
quedarán en suspenso respecto del procesado testigo hasta cuando cumpla con el 
compromiso de declarar. Si concluida la audiencia de juzgamiento no lo hubiere 
hecho, se revocará el beneficio. 
El análisis de esta causal se limita a dos aspectos, el primero, la aplicación 
de esta se realizará bajo la modalidad de suspensión, ello de acuerdo con el inciso 
segundo de la norma transcrita, que permitirá la suspensión de la acción penal, 
hasta tanto cumpla el testigo con el compromiso de declarar y que dicha solicitud 
de suspensión se realizará hasta antes de dar inicio a la audiencia de juicio oral, lo 
cual llevará, tal como señala Vásquez Rivera (2010), “a la imposición de 
obligaciones específicas y la posible revocatoria en caso de incumplimiento de 
estas” (p. 71). 
Como segundo presupuesto, se establece el compromiso de servir como 
testigo de cargo respecto de los demás procesados bajo inmunidad total o parcial. 
En cuanto a testigo de cargo, tal como lo indica la Corte Constitucional en Sentencia 
C-095 de 2007, la narración realizada debe ser de tal talante que permita verificar 
junto con los elementos materiales de prueba la responsabilidad de los demás 
imputados en los hechos, e indica, además: 
 
En todo caso, del tenor de las disposiciones aparece implícito que la eficacia de la 
colaboración que puede dar pie a la aplicación del principio de oportunidad penal debe 
estar comprobada. Es decir, el requisito de que tal colaboración sea eficaz implica la 
comprobación por parte de la Fiscalía de la veracidad y utilidad de la colaboración o el 




En cuanto a la inmunidad, esta puede ser total o parcial. En el primer caso, 
el Estado renuncia a la persecución penal de un ciudadano respecto de una 
conducta punible, con lo cual el individuo queda protegido. Al respecto, Chiesa 
(1993) señala que “esta inmunidad protege al testigo contra procedimiento, 
convicción o castigo por el delito con relación al cual invoca el privilegio contra la 
autoincriminación” (p. 147). Por su parte, en cuanto a la inmunidad parcial, esta se 
presenta en: i) inmunidad de uso, referida a la utilización del testimonio rendido, en 
contra del procesado, así como su análisis en conjunto con las pruebas vinculadas 
al testimonio (p. 174); ii) inmunidad de uso derivativo, en donde, tal y como lo señala 
Forero Ramírez (2014), “el testigo está más protegido, ya que si bien se le puede 
llegar a procesar por el delito con relación al cual invoca el privilegio de la 
autoincriminación, se podrá utilizar contra él evidencia alguna derivada de lo que 
declaró” (p. 175). 
Esta causal es una manera de lograr la condena de los presuntos 
responsables de una conducta punible, que para el caso de los delitos contra los 
recursos naturales y el medio ambiente es claramente aplicable, pues de acuerdo 
con la libertad probatoria vigente en el sistema penal acusatorio, dará lugar a un 
análisis en contexto de los testimonios que se logren recaudar, junto con los demás 
elementos materiales probatorios, lo cual, tal y como se verá, permite mayor 
imposición de sanciones penales en estas temáticas, que tal como se ha indicado, 
revisten una alta dificultad probatoria para ser demostradas. 
 
2.3.5 Causal sexta 
 
6. Cuando el imputado o acusado, hasta antes de iniciarse la audiencia de juzgamiento, 
haya sufrido, a consecuencia de la conducta culposa, daño físico o moral grave que 
haga desproporcionada la aplicación de una sanción o implique desconocimiento del 
principio de humanización de la sanción. 
 
Esta causal resulta aplicable, tal como lo señala, para expresamente 
conductas que admiten la modalidad culposa, y que de acuerdo con el contexto en 
el que se presenta la pena a imponer sería desproporcionada respecto del daño ya 
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generado, por ende, su existencia responde al postulado de “humanización de la 
sanción penal”. 
Frente al análisis de la causal, señala Forero (2014) que para su aplicación, 
desde el punto de vista material, se deben cumplir con las siguientes condiciones:  
 
a) debe estar demostrada la tipicidad, así como la participación del imputado en la 
realización de la conducta, con el fin de preservar la presunción de inocencia, b) no se 
aplica a la persona que no haya cometido un delito, porque en esta situación lo 
procedente es la aplicación de la preclusión; c) se aplica a quien cometió un delito, pero 
el Estado renunció a continuar la investigación; d) la Fiscalía tiene la obligación de 
escuchar a las víctimas (…); e) en los delitos sancionados con pena mayor a 6 años, la 
aplicación debe ser aprobada por el fiscal general o su delegado especial, en 
cumplimiento del parágrafo 2 del artículo 324 C. P. P. (p. 178) 
 
En esta causal, debe tenerse en cuenta además los principios de necesidad, 
razonabilidad, utilidad y proporcionalidad en la imposición de la pena, los cuales, tal 
como la Corte Constitucional indicó en Sentencia C-647 de 2001, responden al 
postulado de ultima ratio del derecho penal y encuentran limitación en la 
Constitución, la dignidad humana y el respeto por los derechos humanos. En dicha 
sentencia, la Corte indica además: 
 
si bien es verdad que la sociedad en el estado actual de su desarrollo acude a las penas 
como medio de control social, también lo es que a ella sólo puede acudirse como último 
recurso, pues el derecho penal en un Estado democrático sólo tiene justificación como 
la última ratio que se ponga en actividad para garantizar la pacífica convivencia de los 
asociados, previa evaluación de su gravedad, la cual es cambiante conforme a las 
circunstancias sociales, políticas, económicas y culturales imperantes en la sociedad en 
un momento determinado. (p. 1) 
 
Algunas de las conductas atentatorias contra los recursos naturales y el 
medio ambiente permiten la modalidad culposa, sin embargo, esta causal no tendría 
mayor aplicación por tratarse de un bien jurídico de carácter difuso, en el cual los 





2.3.6 Causal séptima 
 
7. Cuando proceda la suspensión del procedimiento a prueba en el marco de la justicia 
restaurativa y como consecuencia de este se cumpla con las condiciones impuestas. 
 
Se trata no solo una causal, sino permite entrever que corresponde a una de 
las modalidades en las cuales procede la aplicación del principio de oportunidad.  
Su estudio implica, de un lado, el análisis de los mecanismos de justicia 
restaurativa (conciliación y mediación) y, por otra parte, el cumplimiento de una serie 
de condiciones que, a discrecionalidad del fiscal de conocimiento, podrán ser 
impuestas por un período de tiempo a prueba y, de ser verificado su cumplimiento, 
solicitar la extinción de la acción penal, tal como se ha indicado, ante el juez de 
control de garantías, condiciones tales que se encuentran previstas en el artículo 
326 de la Ley 906 de 2004. 
En cuanto a la justicia restaurativa, Forero (2014) señala que esta hace 
referencia al logro de un acuerdo encaminado a atender las necesidades y 
responsabilidades individuales y colectivas de las partes para lograr la reintegración 
de la víctima y del infractor en la comunidad (p. 230), y en cuanto al periodo de 
prueba, cuyo término no puede exceder de tres años, corresponde a un espacio en 
el cual víctima y victimario pueden acordar acudir a un proceso de justicia 
restaurativa, imponiéndose además como consecuencia una serie de obligaciones 
razonables y proporcionadas con el daño ocasionado con el delito. 
La suspensión del proceso penal responde, entre otros estándares 
internacionales, a lo previsto en las reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre 
las medidas no privativas de la libertad, más conocidas como las Reglas de Tokio,  
reglamentadas en 1990, puesto que en ellas se establecen unos principios básicos 
para promover la aplicación de medidas no privativas de la libertad, enfatiza una 
mayor participación de la comunidad en la gestión de la justicia penal, 
especialmente con el tratamiento dado al delincuente y propende por un equilibrio 
entre los derechos de los procesados, los derechos de las víctimas y el interés de 
la sociedad en la seguridad pública y la prevención del delito. 
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Siendo así, el principio de oportunidad aplicado bajo esta causal permite de 
forma directa el cumplimiento de estos postulados, puesto que, teniendo en cuenta 
que se trata de un primer infractor, el Estado le permite reivindicarse con la sociedad 
cumpliendo una serie de condiciones y, en igual medida, le garantiza a la víctima 
esos derechos a la verdad, el acceso a una justicia y por ende a una reparación a 
través de la reivindicación que como consecuencia de los hechos debe hacer el 
procesado en primer lugar frente a la víctima y posteriormente respecto de la 
sociedad. Con lo cual no solamente se propende por una oportunidad que evita la 
imposición de una sentencia de carácter condenatorio, sino que además permite al 
investigado reintegrarse a la sociedad. 
Responde entonces esta causal, a una temática de alternatividad penal, 
entendida tal como “todo aquel conjunto de sanciones diversas o alternas a las que 
acude el derecho penal, con el fin de contribuir a la humanización del derecho penal 
y a la restauración del tejido social quebrantado con ocasión de la conducta punible” 
(p. 247). 
Será esta causal objeto de análisis a mayor profundidad, a lo largo de este 
estudio, teniendo en cuenta que la misma procede respecto de delitos contra los 
recursos naturales y el medio ambiente, y será de gran alcance el identificar los 
condicionamientos a imponer al procesado en estos casos. 
 
2.3.7 Causal octava 
 
8. Cuando la realización del procedimiento implique riesgo o amenaza graves a la 
seguridad exterior del Estado. 
 
Esta causal refiere a la relación que en este caso debe guardarse entre la 
actividad fiscal y la política exterior trazada por el Gobierno Nacional. Para su 
cumplimiento, es determinante que el imputado indemnice a la víctima, pudiendo 
presentarse en casos de punibles de hostilidad militar, instigación a la guerra, 
espionaje, violación de tratado, tregua o armisticio (p. 60). 
En cuanto al elemento que describe la causal, referido a la “seguridad 
exterior”, la Corte Constitucional, ha indicado que es un concepto que hace relación 
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a: 1) la independencia y la honra de la nación, 2) la inviolabilidad del territorio y 3) 
la situación de guerra exterior (p. 55). 
Según lo analizado, esta causal no tiene aplicación para el objeto de estudio. Se 
limita a guardar armonía con el artículo noveno de la Constitución Política de 
Colombia, que corresponde a las relaciones exteriores y la integración, así como 
con lo previsto en el artículo 189cConstitucional. 
 
2.3.8 Causal novena 
 
9. En los casos de atentados contra bienes jurídicos de la administración pública o de la 
recta administración de justicia, cuando la afectación al bien jurídico funcional resulte 
poco significativa y la infracción al deber funcional tenga o haya tenido como respuesta 
adecuada el reproche institucional y la sanción disciplinaria correspondientes. 
 
Dentro de esta causal se especifica los punibles susceptibles de aplicación. 
Esto es, los delitos que afectan la administración pública o la recta administración 
de justicia, precisándose además que su procedencia se limita a casos 
excepcionales en los cuales la infracción realizada si bien es antijurídica, su 
relevancia es disminuida y además dicha conducta ya ha sido sancionada o será 
sancionada por normas de carácter administrativo. 
Los requisitos para la concurrencia de esta causal, señala Forero (2014), 
corresponden a: i) que se trate de un servidor público, ii) que corresponda a un delito 
contra la administración pública o la recta administración de justicia, iii) la afectación 
al bien jurídico resulta “poco significativa”, y, iv) la infracción al deber funcional tiene 
o ha tenido como respuesta adecuada el reproche y la sanción disciplinarias (p. 
184). 
Respecto de esta causal la Corte Constitucional, en Sentencia C-988 de 
2006, precisó que existen diferentes medios coercitivos para que el Estado, en el 
caso concreto de los delitos contra la administración pública y la recta 
administración de justicia, logre la protección del bien jurídico lesionado, situación 
tal que en materia penal debe analizarse en conjunto con el principio de necesidad 




el Legislador supedita dicha posibilidad a dos precisos requisitos, a saber i) que la 
afectación al bien jurídico funcional resulte poco significativa —es decir que la afectación 
de la administración pública o de la eficaz y recta impartición de justicia sea leve, 
valoración que deberá efectuar en concreto la Fiscalía, y el juez de garantías encargado 
de realizar el respectivo análisis de antijuricidad y proporcionalidad con ocasión del 
control de legalidad respectivo— y ii) que la infracción al deber funcional tenga o haya 
tenido como respuesta adecuada el reproche y la sanción disciplinarios —es decir que 
en relación con la misma conducta se configure una falta disciplinaria que dé o haya 
dado lugar a la imposición de la sanción respectiva. En relación con esta última 
condición cabe precisar que en la medida en que la disposición se refiere expresamente 
al “deber funcional” ha de entenderse que se alude en este caso a hipótesis en que los 
servidores públicos o los particulares que cumplan funciones públicas y como tal estén 
sometidos a la potestad disciplinaria incurran en conductas respecto de las cuales quepa 
junto con la imposición de la sanción penal endilgarles responsabilidad disciplinaria por 
el incumplimiento de dichos deberes funcionales. (p. 2) 
 
2.3.9 Causal décima 
 
10. En delitos contra el patrimonio económico, cuando el objeto material se encuentre 
en tal alto grado de deterioro respecto de su titular, que la genérica protección brindada 
por la ley haga más costosa su persecución penal y comporte un reducido y aleatorio 
beneficio. 
 
Esta causal se encuentra plenamente caracterizada al indicar, en primer 
lugar, que procede respecto de punibles que afectan el bien jurídico tutelado del 
patrimonio económico, y considerando que el objeto material del delito se encuentre 
en alto grado de deterioro, expresión esta que deberá analizarse conforme a las 
condiciones y contexto en el cual se encuentre la víctima. 
Tal como lo ha señalado Forero (2014), se trata de una conducta típica, con un 
resultado bagatela que, por su inexistente o escasa antijuridicidad, no es 
merecedora de un reproche penal y, por ello, la aplicación del principio de 
oportunidad se convierte en una herramienta que impulsa la administración de 
justicia (p. 189). 
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2.3.10 Causal décimo primera 
 
11. Cuando la imputación subjetiva sea culposa y los factores, que la determinan 
califiquen la conducta como de mermada significación jurídica y social. 
 
Esta causal, al igual que la anterior, hace énfasis en dos aspectos: el primero, 
referido a la escasa antijuridicidad presente en la conducta cometida, y el segundo, 
la imputación subjetiva debe ser en la modalidad culposa.  
En cuanto al delito culposo, deberá señalarse como las penas previstas en 
estos casos se dirigen más hacia fines educativos frente al principio de confianza, 
que a una respuesta social respecto a su protección, (Vásquez, 2010, p. 72) y se 
genera como consecuencia de una infracción de un deber objetivo de cuidado, el 
cual puede presentarse interno y externo. 
El deber de cuidado interno obliga al sujeto a advertir la presencia de un 
riesgo en su gravedad aproximada, y por ende se castiga la culpa inconsciente, que 
supone la imprudente falta de previsión, sancionando la infracción de la norma que 
obliga a advertir el riesgo (Forero, 2014 p. 190). 
Frente al deber de cuidado externo, este refiere a que una vez advertido el 
peligro surge el deber de llevar a cabo un comportamiento externo apropiado con el 
fin de evitar el resultado típico. Este deber tiene las siguientes manifestaciones; i) 
deber de omitir acciones riesgosas; ii) deber de cuidado como deber de actuar 
prudentemente en situaciones de peligro; iii) deber de información o preparación 
(Forero, 2014, p. 191). 
Ahora bien, respecto de esta causal la Corte Constitucional, en Sentencia C-
095 de 2007, ha señalado:  
 
la mermada significación social de una conducta proviene de una serie de circunstancias 
como, por ejemplo, las condiciones personales en las que el agente actuó (bajo 
cansancio extremo, tensión extrema, insomnio, ingesta de medicamentos, etc.), el poco 
valor del objeto del delito en los tipos penales que protegen el patrimonio económico 
(hurto de una fruta...), el contexto social en el cual la conducta se ejecuta, o cualquiera 
otras que sólo se conocen en las circunstancias concretas e infinitas en posibilidades 
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que compete conocer al fiscal en cada caso, y que son establecidas aprobatoriamente 
en cada ocasión. (…) Así pues, es la naturaleza misma de las cosas la que obliga a 
reconocer al fiscal facultades evaluativas de la “mermada significación jurídica y social” 
de una conducta punible. Esta noción sólo puede ser precisada en cada caso, pero que 
responde a criterios de valor con cierto grado de objetividad social en el contexto 
histórico y geográfico respectivo. (p. 3) 
 
2.3.11 Causal décimo segunda 
 
12. Cuando el juicio de reproche de culpabilidad sea de tan secundaria consideración 
que haga de la sanción penal una respuesta innecesaria y sin utilidad social. 
 
En este caso, se hace directamente una apreciación respecto de la categoría 
de la culpabilidad. Es decir, que si bien la conducta es típica, antijurídica y culpable, 
esta última es de secundaria consideración. Sin embargo, para analizar y lograr 
establecer si se trata de un reproche de secundaria consideración, deberá tenerse 
en cuenta la concurrencia de las circunstancias de menor punibilidad, previstas en 
el artículo 55 de la Ley 599 de 2000, dentro de las que se encuentran: el obrar por 
motivos nobles o altruistas; el obrar en estado de emoción, pasión excusables, o de 
temor intenso; la influencia de apremiantes circunstancias personales o familiares 
en la ejecución de la conducta punible; la indigencia o la falta de ilustración, en 
cuanto hayan influido en la ejecución de la conducta punible; las condiciones de 
inferioridad psíquica determinadas por la edad o por circunstancias orgánicas, en 
cuanto hayan influido en la ejecución de la conducta punible; la ira o intenso dolor, 
establecida en el artículo 57 de la norma en mención; así como las circunstancias 
de marginalidad, ignorancia o pobreza extremas que se encuentran descritas en el 
artículo 56 de la Ley 599 de 2000.  
Frente a la aplicación de esta causal, señala Perdomo (2005):  
 
que lo decisivo es determinar si con la imposición de la pena se contribuye al desarrollo 
de su fin, a la orientación a futuro de la pena, esto es, el mantenimiento de la fidelidad 
al derecho en la generalidad, cuya necesidad depende del grado de daño social causado 
con el hecho, del estado de aseguramiento cognitivo de la vigencia del derecho. Si 
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atendiendo a lo anterior la pena no es merecida, esto es, el reproche de culpabilidad es 
menor o secundario, la pena será una respuesta innecesaria y sin utilidad social; deberá 
aplicarse el principio de oportunidad. (p.141) 
 
En consecuencia, esta causal hace un análisis acerca de las circunstancias 
particulares del sujeto activo, donde de acuerdo con la humanización del derecho 
penal, el principio de oportunidad le ofrece la posibilidad, con base en la valoración 
de la conducta realizada, de verificar que el alcance de la pena no logra ser útil 
respecto de esos aspectos y situación en la que ocurre, siendo este un mecanismo 
efectivo para el resarcimiento del daño y la prevención general. 
 
2.3.12 Causal décimo tercera 
 
13. Cuando se afecten mínimamente bienes colectivos, siempre y cuando se dé la 
reparación integral y pueda deducirse que el hecho no volverá a presentarse. 
 
Bajo esta causal se establecen las siguientes características: en primer lugar, 
se trata de la aplicación del principio de oportunidad de forma exclusiva a punibles 
que protegen un bien jurídico de carácter colectivo, como por ejemplo los delitos 
contra los recursos naturales y el medio ambiente; en segundo lugar, cabe señalar 
que, si bien se evidencia una afectación al bien jurídico, esta debe ser mínima; en 
cuanto a la víctima y, como tercer elemento, esta debe ser reparada y, por último, 
deberá deducirse que el hecho no volverá a presentarse. 
Esta causal en igual medida será analizada más adelante en profundidad, 
teniendo en cuenta que en su enunciación el objeto de protección corresponde a los 
recursos naturales y por ende a la temática central de la presente investigación. 
 
2.3.13 Causal décimo cuarta 
 
14. Cuando la persecución penal de un delito comporte problemas sociales más 
significativos, siempre y cuando exista y se produzca una solución alternativa adecuada 
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a los intereses de las víctimas. Quedan excluidos en todo caso los jefes, organizaciones, 
promotores, y financiadores del delito. 
 
La presente causal tiene aplicación cuando concurren conflictos sociales y 
para su materialización debe analizarse, de acuerdo con la ponderación, la 
importancia del principio de legalidad, frente a la necesidad de restaurar el tejido 
social. Al respecto, Forero (2014) indica que la posibilidad que tiene la Fiscalía de 
renunciar, suspender o interrumpir el ejercicio de la acción penal frente a este tipo 
de hipótesis no es otra cosa sino la materialización de un derecho penal mínimo, 
donde se flexibiliza el principio de legalidad para dar observancia a las 
problemáticas sociales y contener la reacción del aparato jurisdiccional ante brotes 
sociales que atienden a contextos históricos que, por su complejidad e incidencia 
en la comunidad, logran justificar la comisión de las conductas delictivas. En 
consecuencia, la pena se hace innecesaria, pues no hay ningún reproche para esas 
conductas (p. 198). 
La importancia de esta causal recae en que su tipificación responde ante 
esas necesidades sociales que han conducido a conflictos internos o 
manifestaciones en desarrollo de la libertad de expresión, de huelga y de 
asociación, y conlleva en ocasiones a la alteración del orden público (asonadas, 
paro de vehículos) y que tal como lo ha indicado la Corte Constitucional en sentencia 
ya señalada, C-095 de 2007, deberá establecerse la efectividad de ejercer la acción 
penal o por el contrario reconstruir el tejido social que se ha desconfigurado. Aunado 
a lo anterior, la Corte señala lo siguiente respecto a la causal de aplicación del 
principio de oportunidad penal: 
 
cuando la persecución penal de un delito comporte problemas sociales más significativos” 
descansa en el principio de proporcionalidad, que llama a no sancionar penalmente sino 
aquellas conductas que realmente constituyan una amenaza para la convivencia pacífica, y 
no un reclamo social justificado. Ahora bien, en la aplicación del numeral bajo examen el 
fiscal debe motivar específicamente la decisión, tener en cuenta los supuestos fácticos y 
exponer por qué la persecución penal produciría mayores problemas sociales que la falta de 
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ejercicio de la acción penal. En todo caso, esta decisión del fiscal siempre estará sujeta a la 
revisión del juez de control de garantías y a la intervención del Ministerio Público. (p. 5) 
 
2.3.14 Causal décimo quinta 
 
15. Cuando la conducta se realice excediendo una causal de justificación, si la 
desproporción significa un menor valor jurídico y social explicable en el ámbito de la 
culpabilidad. 
 
Frente a esta causal, el primer concepto que la identifica refiere al de 
causales de justificación, que ha sido desarrollado por el artículo 32 del Código 
Penal; de igual forma, se debe interpretar el grado de desproporción que excede la 
causal de justificación como una disminución en la culpabilidad, lo cual lleva a la 
imposición de una sanción menor. 
Al respecto, señala Forero (2014) que la causal número 15 de aplicación del 
principio de oportunidad, a la que se ha tildado de compleja, trata de solucionar, por 
vía de la renuncia al ejercicio de la acción penal, aquellos casos en los que se 
produce un exceso en la justificante, llámese estado de necesidad o legítima 
defensa, y tal exceso (intensivo o extensivo) puede haberse originado en una 
conducta imprudente o culposa del sujeto agredido injustamente que se defiende 
de manera desproporciona (p. 199).  
El exceso en la causal de justificación puede ser: i) extensivo: responde al 
aspecto cronológico y está ligado al concepto de finalización de la agresión; ii) 
intensivo: tiene cabida cuando la defensa es desproporcionada o excesiva respecto 
de una agresión actual, tal como lo ha reseñado Forero (2014, p. 207). Estos 
excesos se pueden presentar en la modalidad culposa o dolosa y, de acuerdo con 
el test de proporcionalidad, podrá dar lugar a la aplicación del principio de 
oportunidad; sin embargo, con el análisis de la causal, se concluye que esta no tiene 





2.3.15 Causal décimo sexta 
 
16. Cuando quien haya prestado su nombre para adquirir o poseer bienes derivados de 
la actividad de un grupo organizado al margen de la ley o del narcotráfico, los entregue 
al fondo para Reparación de Víctimas siempre que no se trate de jefes, cabecillas, 
determinadores, organizadores promotores o directores de la respectiva organización. 
 
El contexto en el cual se presenta esta causal refiere a la existencia de 
actividades por un grupo organizado al margen de la ley o producto del narcotráfico 
y se sujeta a la entrega directa de los bienes que han sido adquiridos, al fondo de 
reparación de víctimas, haciendo la salvedad de que la disposición no tendrá lugar 
cuando el sujeto activo sea un jefe, cabecilla, determinador o, en otras palabras, 
quien dirija la realización de las actividades ilícitas. 
Esta causal fue reglamentada como avance de política criminal, con base en 
situaciones que, en el marco de la Ley 975 de 2005, dificultaron otorgar beneficios 
a testaferros o tenedores de bienes. 
En relación con lo anterior, y al contexto específico que debe existir para su 
procedencia, la causal décimo sexta es inaplicable para conductas de punibles 
contra los recursos naturales y el medio ambiente. 
 
2.4 RESOLUCIÓN 04155 DE 2016 
 
La Resolución 04155 de 2016 fue proferida por la Fiscalía General de la Nación con 
base en las facultades previstas en el artículo 250 constitucional, los artículos 321, 
323, 330 de la Ley 906 de 2004, las leyes 1312 de 2009, Ley 1098 de 2006 (artículo 
174) y 1474 de 2011 (artículos 13 y 40) y, tomando en consideración los parámetros 
de la política criminal del Estado. Lo anterior, por ser la Fiscalía el organismo 
competente para reglamentar la aplicación del principio de oportunidad. 
En ese contexto en el año 2004, mediante las resoluciones 0-6657 y 0-6658, 
modificadas y adicionadas por las resoluciones 0-6618 de 2008, 0-3884 de 2009, 0-
0692 de 2012, 0-919 de 2014 y 1168 de 2014, y posteriormente derogada mediante 
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la Resolución 0-2370 de 2016, se reguló el trámite referente a la aplicación de la 
figura del principio de oportunidad. 
Actualmente, se encuentra vigente la Resolución 0-4155 de 29 de diciembre 
de 2016, la cual acoge criterios desarrollados en la temática por la Corte 
Constitucional, y será analizada en las siguientes líneas. 
Los principios básicos para la interpretación y orientación al aplicar el principio 
de oportunidad son los siguientes: 
 
1. Principio de proporcionalidad: refiere a la ponderación de los intereses del Estado, de la 
sociedad y de los intervinientes en el proceso penal en la aplicación del principio de 
oportunidad y deberá fundamentarse en el desarrollo de los criterios de adecuación, 
necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. 
En casos de responsabilidad penal para adolescentes, en el test de 
proporcionalidad, se tendrán en cuenta las especiales circunstancias y necesidades de 
los responsables, el interés superior del niño y lo previsto en las normas constitucionales 
y tratados referentes a la garantía de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, 
conforme a los señalado en el artículo 2 de la Resolución No. 0-4155 de 2016, de la 
Fiscalía General de la Nación. 
2. Discrecionalidad: siguiendo el orden previsto en Resolución No. 0-4155 de 2016, el 
principio de oportunidad es una facultad discrecional de la Fiscalía General de la Nación, 
conforme al artículo 5, lo cual, tal como señala Mestre (2017), se instala dentro de la 
legalidad, lejos de la arbitrariedad, pero permitiendo márgenes de acción a las 
autoridades públicas, quienes pueden elegir, seleccionar, priorizar su actividad por 
tiempos, medidas, intensidades, etc., para llevar a cabo su función de la mejor manera 
posible, orientados —en este caso— a las finalidades legítimas de la política criminal (p. 
291). 
3. Oportunidad procesal: se podrá aplicar la figura del principio de oportunidad en cualquier 
etapa del proceso. 
4. Derechos de las víctimas: la participación de las víctimas en la aplicación de la figura 
refiere a que, en su condición de víctimas, deben tener conocimiento de su aplicación, 
efectos, contenidos e informar su posición frente a la solicitud y trámite del principio de 
oportunidad, con base en lo previsto en el artículo 7 de la Resolución objeto de análisis. 
5. Causales: son los supuestos de hecho con base en los cuales se aplica el principio de 
oportunidad y corresponde a los estrictamente señalados en el artículo 324 de la Ley 
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906 de 2004 y sus modificaciones, conforme a lo previsto a su vez en el artículo 3 de la 
Resolución del órgano persecutor de 2016. 
 
En cuanto a las modalidades de aplicación del principio de oportunidad, estas 
son las ya señaladas en algunos apartes, correspondiendo a: i) interrupción, ii) 
suspensión y iii) renuncia; haciendo precisión de que, frente a la interrupción y 
suspensión, el principio de oportunidad podrá ser revocado antes del vencimiento 
del plazo previsto para su duración o cumplimiento de las obligaciones adquiridas 
por el beneficiario del principio de oportunidad, tal como lo prevé el artículo 13 de la 
Resolución vigente. En lo referente a términos de prescripción, estos se suspenden 
a partir de la legalización de la aplicación del principio de oportunidad hasta el 
momento en el cual se verifique el cumplimiento del término y las condiciones que 
debían ser materializadas; posteriormente se procede a la renuncia de la acción 
penal o se continúa con el procedimiento ordinario. 
Inmunidades: es titular de una inmunidad, quien se compromete a servir 
como testigo de cargo en contra de los demás procesados, en aplicación de la figura 
de la oportunidad.  
Es total, cuando la Fiscalía General de la Nación renuncia a la acción penal, 
respecto de los hechos que se investigan en relación con la declaración como 
testigo, en este caso se deberá tener en cuenta que el beneficio obtenido por la 
justicia, la sociedad y las víctimas sea significativamente superior al obtenido por el 
procesado. Será parcial, si la renuncia a la persecución penal cobija solo algunos 
de los hechos presupuestos de la conducta punible investigada y que corresponden 
a lo declarado, tal como previene el artículo 4 de la Resolución No. 04155 de 2016. 
El principio de oportunidad no será aplicable a quien haya sido beneficiario 
de la figura, dentro de los cinco años anteriores, como tampoco para quien sea 
reincidente en la misma conducta punible. 
Los efectos de la aplicación del principio de oportunidad surgen una vez este 
sea legalizado por el juez de control de Garantías, decisión frente a la cual no 
proceden recursos, situación que se encuentra procesalmente reglada en el artículo 
21 de la Resolución No. 04155 de 2016. 
29 
 
En el capítulo II de la normativa en mención, se expone lo referente a la 
competencia indicando que las causales 2, 3, 4, 5, 8, 9, 14 y 18 del artículo 324 de 
la Ley 906 de 2004 son competencia exclusiva del Fiscal General de la Nación; de 
manera concurrente lo podrá hacer el vicefiscal general de la Nación, frente a las 
causales 9 y 14 de la norma en cita, y se consagra la figura de la delegación 
especial, aplicable a delitos sancionados con pena privativa de la libertad cuyo 
máximo exceda de seis años, con excepción de las causales de competencia 
exclusiva del fiscal o de las delegadas al vicefiscal general de la Nación, con el 
objeto de que los fiscales apliquen el principio de oportunidad de acuerdo con los 
casos que son de su competencia (locales, seccionales, especializados, infancia y 
adolescencia y delegados ante la Corte).  
En el capítulo 3 de la Resolución No. 04155 de 2016, se establecen los 
parámetros para la aplicación del principio de oportunidad en el sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes, y en el capítulo III se fijan los lineamientos 
para su aplicación en términos de la Ley 975 de 2005. 
Esta resolución corresponde a la actual regulación en materia de principio de 
oportunidad, la cual tiene aplicación directa de acuerdo con lo previsto en el artículo 
250 constitucional, los artículos 321 a 330 del Código de Procedimiento Penal, y la 
interpretación que en la temática ha realizado la Corte Constitucional. 
 
2.5 EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD EN LA APLICACIÓN DE LA 
FIGURA DE LA OPORTUNIDAD 
 
El principio de proporcionalidad hace referencia al establecimiento de tratamientos 
diferenciales, con base en criterios legalmente establecidos y que se analizan de 
forma individual en cada caso concreto, consistente en un juicio que permite 
establecer si los fines perseguidos se garantizan con los medios previstos para 
alcanzarlos. 
En materia penal, los límites al poder punitivo, tal como lo ha señalado la 
Corte Constitucional en Sentencia C-070 de 1996, lo constituyen los derechos 
fundamentales, con lo cual se racionaliza el poder del Estado en búsqueda de una 
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igualdad material, corporación que señaló además que “solo la utilización medida, 
justa y ponderada de la coerción estatal, destinada a proteger los derechos y 
libertades, es compatible con los valores y fines del ordenamiento” garantiza la 
vigencia de un orden social justo, fundado en la dignidad y la solidaridad humanas 
(p. 11). 
En esa oportunidad, señaló además esa corporación que el principio de 
proporcionalidad presupone la ponderación de bienes jurídicos constitucionales. 
Este sopesamiento asume la forma de un juicio de proporcionalidad de los medios. 
Como principio para la delimitación y concretización de los derechos 
constitucionales, la proporcionalidad exhibe una naturaleza diferencial, o sea, que 
admite una diversa libertad de configuración legislativa dependiendo de la materia.  
Estos postulados hacen parte del tránsito de un Estado liberal de derecho a 
un Estado social de derecho, el cual, tal como lo indica el artículo 2 de nuestra 
Constitución, tiene como fines esenciales el servicio a la comunidad, la garantía de 
efectividad de los principios, derechos y deberes constitucionales, y la protección 
de los derechos y libertades, entre otros, con lo cual se renuncia a teorías en materia 
de política criminal y surge el establecimiento de instituciones tales como la que es 
objeto de este estudio, el principio de oportunidad. 
Es a través del principio de proporcionalidad como se introducen las 
categorías de antijuridicidad y culpabilidad en el derecho constitucional. Los bienes 
jurídicos cuya protección ordena la Constitución corresponden a los tipificados en la 
ley penal y su afectación justifica la restricción de otros derechos y libertades.  
En Sentencia C-591 de 1993, la Corte Constitucional había indicado ya que 
la relación que debe existir entre la falta cometida y la sanción por imponer es una 
cuestión que debe resolver en cada caso el juzgador. En esa tarea resulta obligado 
aplicar la pena consagrada en la ley según el grado de culpabilidad del sujeto. El 
juicio de proporcionalidad —que debe ceñirse estrictamente a lo establecido en la 
ley (CP, art. 230)— es necesariamente individual. A la luz de sus criterios, podrá 
estimarse si el castigo impuesto guarda simetría con el comportamiento y la 
culpabilidad del sujeto al cual se imputa (p. 1).  
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Lo anterior significa que en materia penal las instituciones se analizan según 
el caso concreto, por ende, con base en la discrecionalidad, puede dar lugar a la 
aplicación del principio de oportunidad, estadio donde se pondera de una parte el 
derecho de las víctimas a la administración de justicia y, por consiguiente, a la 
verdad, justicia y reparación, respecto de la necesidad, idoneidad y razonabilidad 
de la imposición de una pena. 
Es decir, que se cumple con ello el principio de mínima intervención del 
derecho penal, puesto que la Corte Constitucional, en pronunciamiento C-365 de 
2012, precisó que tal área del derecho; “se enmarca en el principio de mínima 
intervención, según el cual, el ejercicio de la facultad sancionatoria criminal debe 
operar cuando las demás alternativas de control han fallado (…)” (p. 16). 
Es así que corresponde al Estado, a través de sus órganos que reglamentan, 
establecer cuáles conductas son susceptibles de sanción penal, siendo estas las 
que afectan de forma significativa los derechos y garantías individuales, así como 
los intereses comunitarios. Precisa además la Corporación:  
 
la decisión de criminalizar un comportamiento humano es la última de las decisiones 
posibles en el espectro de sanciones que el Estado está en capacidad jurídica de 
imponer, y entiende que la decisión de sancionar con una pena, que implica en su 
máxima drasticidad la pérdida de la libertad, es el recurso extremo al que puede acudir 
al Estado para reprimir un comportamiento que afecta los intereses sociales. En esta 
medida, la jurisprudencia legitima la descripción típica de las conductas sólo cuando se 
verifica una necesidad real de protección de los intereses de la comunidad. De allí que 
el derecho penal sea considerado por la jurisprudencia como la última ratio del derecho 
sancionatorio. (p. 16) 
 
De allí también, que como última ratio y al verificarse la comisión de una 
conducta atentatoria de los bienes jurídicos tutelados, sea necesario, con base en 
esa interpretación del principio de igualdad, del cual derivan los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad, permitir para cada caso la solución de 
conformidad contexto y a los criterios legalmente establecidos de acudir en 
desarrollo del proceso penal, a otras alternativas, situaciones tales que combinan 
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entre otros mecanismos de justicia restaurativa, como la conciliación, la mediación; 
así como medidas que limitan de forma indirecta algunos derechos fundamentales, 
tales como las prohibiciones de salir del país, entre otras, u órdenes que imponen 
actividades resocializadoras dentro del trámite de la figura del principio de 
oportunidad, las cuales son validadas y autorizadas bajo el aval del juez de control 
de garantías. 
 
2.6 EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD: LA FIGURA DE LA 
OPORTUNIDAD 
 
El principio de oportunidad corresponde a una facultad discrecional del órgano 
persecutor, que para el caso colombiano corresponde a la Fiscalía General de la 
Nación. 
La doctrina no tiene una única definición de esta figura, y es por ello que 
autores como Roxin, citado por Mestre (2010), definen este principio como aquel 
que “autoriza a la Fiscalía a decidir entre la formulación de la acusación y el 
sobreseimiento del procedimiento, aun cuando las investigaciones conducen, con 
probabilidad rayana en la certeza, al resultado de que el imputado ha cometido una 
acción punible” (p. 86). 
En igual sentido, Moreno Catena y Cortés Domínguez señalan que con el 
Principio de Oportunidad:  
 
se pretende comprender bajo este gran epígrafe todos aquellos casos en que el 
acusador público, legitimado para el ejercicio de la acción penal, viene autorizado, con 
motivo legalmente tasado o sin él, para abstenerse de ejercitar la acción penal, o para 
hacerlo sin sujetarse a los estrictos términos que marca la ley penal. (p. 57) 
 
Se resalta entonces de estas dos acepciones que debe existir una conducta, 
respecto de la cual se tenga certeza de su comisión y autoría, y respecto de la cual 
el Estado decide no continuar con la investigación.  
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Las características generales del principio de oportunidad, de acuerdo con la 
sentencia C-387 de 2014 (p. 5), de la Corte Constitucional, corresponden a: 
 
i) Debe ser aplicado en el marco de la política criminal del Estado;  
Con respecto al concepto de Política Criminal, esta es una de las “herramientas que utiliza 
el Estado para combatir la criminalidad” Forero (2014, p. 129), y es de acuerdo a los 
lineamientos que allí se establecen, lo que permite fundamentar el que una conducta sea 
categorizada como tipo penal y por ende con la realización de la misma (acción u omisión) 
se proceda a la imposición de una sanción. Resultado tal que restringe derechos 
fundamentales, tal como la libertad y conlleva además a la imposición de penas accesorias 
como inhabilitación en sus derechos civiles y políticos por el término que el juzgador precise 
en la providencia. 
ii) Es una figura de aplicación excepcional y reglada;  
Su carácter excepcional, subyace a que es la regla general se determina por la imposición 
de una sanción a una conducta que revista las características de delito, de acuerdo a los 
postulados y fundamento del principio de legalidad. En consecuencia, la oportunidad, surge 
para evitar al procesado asumir la sanción penal directa, sino que conlleva a un 
procedimiento alternativo, en ejercicio de la justicia restaurativa, encaminado además a la 
resocialización y a la reparación de las víctimas. 
iii) Las causales de aplicación deben establecerse por el legislador de manera clara, 
precisa e inequívoca y estar conforme a la Constitución; 
Se trata de una institución reglada, dado que sólo procede frente a las causales establecidas 
por la Ley y cuya regulación corresponde de forma exclusiva al legislador. En este caso no 
procede la interpretación normativa frente a las causales previstas en el artículo 324 del 
C. P. P., sino que son ellas de acuerdo a lo allí establecido las que dan lugar a la aplicación 
de la figura. 
iv) Su regulación debe ser compatible con la vigencia de un orden justo, el principio de 
legalidad y los derechos de las víctimas;  
La aplicación del principio de oportunidad, se sujeta al debido proceso, a la regulación 
(leyes, resoluciones y Jurisprudencia) y en cada caso concreto a las condiciones 
particulares que permiten evidenciar su procedencia y posteriormente la causal y de 
haber lugar a ello la determinación de las condiciones que conllevan a su aplicación. 
v) El fiscal goza de un margen razonable de interpretación en la aplicación de la ley 
pero este no es ilimitado;  
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El principio de oportunidad, si bien es discrecional, esta premisa se limita a la 
reglamentación preexistente, al debido proceso, los derechos de las víctimas y la 
sujeción a los principios del derecho sustantivo y objetivo penal. 
vi) Estará sujeto al control de legalidad por el juez de control de garantías.  
No basta con la manifestación del Fiscal de proceder a la suspensión, interrupción o 
renuncia de la acción penal, esta debe ser autorizada por el Juez de Control de 
Garantías, quien está facultado para disponer o no la procedencia en la procedencia o 
no del mismo. 
 
La aplicación de este principio, en el marco de la política criminal del Estado, 
no deberá vulnerar los derechos de las víctimas. Tal como más adelante se 
expondrá, la Corte Constitucional, en sentencias C-288 de 2002, C-454 de 2006, C-
209 de 2007, C-210 de 2007 y C-516 de 2007, ha indicado el concepto de víctima, 
interpretaciones referentes a la reparación del daño y la indemnización integral, 
elementos que en cuanto a la causal invocada deberán estar plenamente 
acreditados para que le juez de control de garantías imparta aprobación a la 
aplicación del principio de oportunidad. 
Debe precisarse que el principio de oportunidad se encuentra condicionado 
por valores constitucionales y en su carácter de principio no es absoluto, por ende, 
su aplicación está supeditada a la realización de un test de ponderación. 
El principio de oportunidad, por ende, permite que no toda conducta que se 
encuentra tipificada como punible, sea perseguida, puesto que con ello no solo se 
presenta una “parálisis de la justicia” (Perdomo, 2005, p. 52), sino que, ante esa 
aplicación estricta del principio de legalidad, el resultado desencadenaría 
ineficiencia y deslegitimación, debido al alto grado de conductas que a diario son 
puestas en conocimiento de la autoridad judicial. 
En cuanto a su aplicación, es preciso tener en cuenta que, si bien el principio 
de oportunidad constituye una excepción al postulado de legalidad, la Constitución 
autoriza al titular de la acción penal para disponer de ella cuando se cumplan 
determinados requisitos establecidos en la ley, es decir, se trata de la aplicación de 
un principio reglado que está sometido al control de legalidad por parte del juez que 
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ejerza las funciones de control de garantías, tal como ha sido interpretado en 
Sentencia C-673 de 2005 (p. 24).  
 Si bien, por regla general, le corresponde al Estado, como ejecutor de la 
política criminal y del ius puniendi, la obligación de investigar los hechos que 
vulneran los bienes jurídicos tutelados, de acuerdo con los preceptos legales y 
conforme a los procedimientos establecidos y la materialización del principio de 
legalidad, dicho argumento se consolida con lo señalado por la Corte Constitucional, 
en la sentencia mencionada en párrafo anterior, al precisar que la regla en materia 
de investigación y acusación la determina el principio de legalidad, y la excepción 
será el principio procesal de la oportunidad.  
El principio de legalidad o de obligatoriedad consiste en que la Fiscalía, ante 
conductas que se perfilan como delictivas (sospechas verosímiles), tiene la 
obligación de realizar las indagaciones e investigaciones pertinentes y, culminadas 
estas, debe acusar a los presuntos responsables ante los jueces de la República si 
a ello hubiere lugar. La antítesis es el principio de oportunidad o de discrecionalidad, 
según el cual se facultaría a la Fiscalía, en casos expresamente determinados en el 
Código de Procedimiento Penal que se proyecta, para optar entre investigar o dejar 
de hacerlo, acusar o precluir, conforme a conveniencias político-criminales, así la 
prueba conduzca a la existencia de la conducta punible y a la responsabilidad del 
imputado, pero con el requisito adicional de que esa decisión solo se consuma con 








3. PROTECCIÓN PENAL DEL MEDIO AMBIENTE EN COLOMBIA 
 
El derecho penal se constituye por una serie de preceptos normativos que tutelan 
los bienes jurídicos cuya consideración del legislador merecen especial protección. 
Estas normas precisan las características de un hecho, que al realizarse se 
denomina “delito”, en el cual se expresan los verbos rectores o acciones que se 
traducen en la ejecución de este, las cualidades especiales o el enunciado 
simplemente de quien participa a través de las diferentes modalidades (autoría y 
participación) en la ejecución del hecho, seguido de los ingredientes o elementos 
normativos que caracterizan a cada descripción típica en particular. 
Al respecto, el profesor Zaffaroni (1980) indicó que se entiende “por derecho 
penal al conjunto de leyes que traducen normas tuitivas de bienes jurídicos y que 
precisan su alcance, cuya violación se llama delito e importa una coerción jurídica 
particularmente grave, que procura evitar nuevas violaciones por parte del autor” (p. 
24). 
De estas precisiones, se logra determinar la existencia de una serie de 
elementos; el primero referido a la preexistencia de esa norma, es decir, que el 
hecho para que sea tuteado o protegido debe haber surtido el procedimiento para 
ser parte del ordenamiento jurídico como tipo penal. Y es en este último concepto 
donde se debe interrogar acerca de por qué determinada conducta reviste de 
necesaria protección por parte del derecho penal. 
Lo anterior responde a la existencia de diferentes criterios, a través de los 
cuales el Estado, en su deber de garantizar el interés público, bajo la existencia de 
ciertos límites como lo son los derechos fundamentales, el debido proceso y las 
garantías democráticas, implementa un marco de política criminal, a través del cual 
determina los bienes jurídicos a tutelar y, como consecuencia de ello, en qué medida 
se puede restringir de la libertad al autor de la conducta, es decir, tal como señala 
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Zaffaroni (1980), “el límite de injerencia del Estado en cuanto a la clase de 
conductas que pueden ser penadas” (p. 35).  
Siendo entonces que la finalidad de la pena responde a la necesidad de 
proveer a la ciudadanía de tranquilidad pública, la vigencia de un orden social justo 
y la seguridad, y por ende solo con el objeto de garantizar la protección de estos 
presupuestos, el Estado puede ejercer medidas represivas. 
Estas prerrogativas responden a lo previsto en la Constitución Política de 
Colombia, en: artículo 1, referido al “respeto de la dignidad humana”; artículo 2, en 
cuanto al aseguramiento de “la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo”, 
así como a “proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, 
honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades (…)”; artículo 4, dado el 
“deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y 
las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades”; y es en el artículo 8 
constitucional donde se establece, particularmente en materia ambiental, que es 
“obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas (…) naturales de la 
nación”, lo cual se ve reforzado con el amplio desarrollo normativo que conforman 
el ordenamiento jurídico vía bloque de constitucionalidad, artículo 93, previsto en 
tratados y declaraciones internacionales, que sumado a la reglamentación interna 
prevén los parámetros relacionados con los deberes de criminalización. 
En igual medida, la Carta del 1991 consagra una serie de garantías que 
aseguran límites al ejercicio de la facultad punitiva del Estado, y que solo en 
desarrollo de un debido proceso, y tal como lo ha señalado la Corte Constitucional 
en Sentencia T-276 de 2016, en cuanto a las medidas restrictivas de la libertad, 
previstas en el ordenamiento jurídico, podrán materializarse, “siempre y cuando 
obedezcan a mandatos legales previamente definidos. (…) plenamente justificada 
en el cumplimiento de fines necesarios para la protección de derechos o bienes 
constitucionales y, además, ser notoriamente útil y manifiestamente indispensable 
para el logro de tales objetivos” (p. 1). 
Sin embargo, el Estado, para restringir en cierta medida las prerrogativas 
reconocidas, así como para establecer las conductas cuya realización se enmarcan 
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dentro de la denominación de “delito” o “conducta punible”, acude a lo que Zaffaroni 
(1988) menciona, citando a Von Liszt, como “modelo integrado”, donde la política 
criminal “sería la política estatal de lucha contra el crimen” (p. 21). Y se hace 
referencia a ese concepto de política criminal, dado que conforme a lo señalado por 
la Corte Constitucional en Jurisprudencia de Constitucionalidad C-646 de 2001, en 
sentido amplio la política criminal corresponde a un  
 
conjunto de respuestas que un Estado estima necesario adoptar para hacerle frente a 
conductas consideradas reprochables o causantes de perjuicio social con el fin de 
garantizar la protección de los intereses esenciales del Estado y de los derechos de los 
residentes en el territorio bajo su jurisdicción. (p. 27)  
 
El ámbito de accionar del Estado a través de la política criminal es amplio. 
Desde lo social, lo jurídico, lo económico, lo cultural, lo administrativo o lo 
tecnológico, se pueden implementar estrategias en cabeza de la Fiscalía General 
de la Nación, “para la presentación de proyectos de código penal y de procedimiento 
penal, como herramientas para articular los diferentes elementos penales que 
constituyen la respuesta estatal al fenómeno criminal” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-646 de 2001, p. 28).  
Los postulados acerca de la necesidad de una política criminal que permita 
claramente establecer la necesidad del actuar del Estado a través del ejercicio del 
derecho penal no siempre han constituido la base de la configuración normativa en 
materia penal medio ambiental. 
Los recursos naturales como bien jurídicamente protegido, surgen por 
primera vez en la legislación penal de 1980. Tales recursos se encontraban 
establecidos dentro de los punibles contra el orden económico y social, por 
interpretarse estos como parte de la economía. Fue el reconocimiento internacional 
a través de la suscripción de tratados y convenciones en el orden mundial, así como 
debido al avance legislativo en la garantía de la protección directa a los recursos 
naturales, lo que llevó a que en la actualidad, de acuerdo con lo contemplado en el 
título XI, denominado “De los delitos contra los recursos naturales y el medio 
ambiente”, las conductas atentatorias contra el medio ambiente se consagren en un 
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apartado independiente, en dirección a la protección directa de los recursos 
naturales como bien jurídicamente tutelado. 
Inicialmente, el título referido consagró como tipos penales: 
 
- Artículo 328. Ilícito aprovechamiento de los recursos naturales renovables.  
- Artículo 329. Violación de fronteras para la explotación de recursos naturales.  
- Artículo 330. Manejo ilícito de microorganismos nocivos.  
- Artículo 331. Daños en los recursos naturales.  
- Artículo 332. Contaminación ambiental.  
- Artículo 333. Contaminación ambiental culposa por explotación de yacimiento minero 
o hidrocarburo.  
- Artículo 334. Experimentación ilegal en especies animales o vegetales.  
- Artículo 335. Pesca ilegal.  
- Artículo 336. Caza ilegal.  
- Artículo 337. Invasión de áreas de especial importancia ecológica.  
- Artículo 338. Explotación ilícita de yacimiento minero y otros materiales.  
- Artículo 339. Modalidad culposa. Aplicable a los punibles previstos en los artículos 
331 y 332. 
 
El fundamento actual de la protección de los recursos naturales y el medio 
ambiente, tal como lo ha expuesto la Fiscalía General de la Nación en Resolución 
No. 3438 de 2011, responde a la necesidad de “adoptar medidas que permitan 
contrarrestar la complejidad, gravedad e intensidad de las conductas punibles 
atentatorias de los recursos naturales y del medio ambiente” (párr. 7), texto que 
permite establecer cómo de manera directa se trata de conductas con alto impacto 
en el contexto nacional y que se prevé a través de la sanción penal el ejercicio de 
“acciones tendientes a obtener la reparación o mitigación del grave daño social, 
económico y cultural que los mismos vienen generando en todo el territorio nacional” 
(párr. 7). 
 El Legislador, tal como lo expone la Gaceta 139 de 1998, creó un nuevo título 
que respondiera al interés jurídicamente tutelado, como son los recursos naturales 
y el medio ambiente. Por su parte, toma en cuenta con alta importancia cómo el 
desconocimiento o incumplimiento a la normatividad existente (esto es, la 
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regulación de carácter administrativo) es lo que da lugar a la sanción penal (1998, 
Gaceta del Congreso, p. 16).  
De igual forma, el derecho internacional cuyo amplio desarrollo ha tenido 
lugar a partir de la declaración de Río de Janeiro de 1992, así como la Convención 
de Cambio Climático, entre otros convenios en la materia, precisan una serie de 
obligaciones para los Estados parte, dentro de las cuales se encuentra la sanción 
penal a los actos que afectan los recursos naturales, tal como lo refirió en igual 
sentido el ente acusador en la Resolución de 2011, en la que precisó “que es 
necesario tomar medidas para atender las recomendaciones internacionales 
contempladas (…), las cuales exigen adoptar políticas que propendan por la 
mitigación en los daños que se vienen ocasionando al medio ambiente mundial” 
(párr. 8). 
Siguiendo los criterios desarrollados por la Corte Constitucional, en lo 
referente a los diferentes ámbitos de acción en que la política criminal debe 
materializarse, en la Resolución referida se menciona el Convenio Interinstitucional 
No. 027 de 2007, del cual hace parte la Fiscalía General de la Nación, así como el 
Ministerio de Medio Ambiente, Ministerio de Minas, Ingeominas y la Procuraduría 
General de la Nación, adquiriendo el ente persecutor “el compromiso de destacar 
especialmente Fiscales Delegados para adelantar las investigaciones referidas a 
los delitos contra el medio ambiente, como mecanismos para facilitar el ejercicio de 
la acción penal en forma recta, eficaz y eficiente” (párr. 9). 
De igual manera, se precisa en esa normativa que la investigación en temas 
de recursos naturales es “compleja”, y que existe la necesidad de “lograr la 
preservación, aseguramiento y análisis de los elementos probatorios”, por lo cual se 
debe  
 
contar con el apoyo de un grupo de fiscales especializados, así como investigadores 
expertos en diversas disciplinas, con capacidad e idoneidad para adelantar de forma técnico-
científica las investigaciones de los delitos cometidos contra los recursos naturales y el medio 




Aunado a los convenios interinstitucionales, en la vigencia de los delitos 
contra los recursos naturales, a partir de la Ley 599 de 2000, estos han sido objeto 
de reformas legislativas.  
En primer lugar, con la Ley 890 de 2004, se presentó un aumento punitivo en 
la sanción inicialmente prevista por el legislador para estos tipos penales. 
Posteriormente, a través de la Ley 1453 de 2011, fueron modificados algunos 
tipos penales nuevamente en cuanto al aumento punitivo, y se dio paso a la creación 
de nuevas circunstancias de agravación punitiva y de otros tipos penales, tal como 
se expondrá a continuación: 
 
Tabla 1.Tipos Penales vigentes en materia Ambiental en Colombia 
Tipo Penal Texto original Modificaciones Ley 890 
de 2004 
(Aumento en la tercera 
parte en el mínimo y en 
la mitad en el máximo) 
Modificaciones  










El que con 




comercie, aproveche o se 
beneficie de los 
especímenes, productos o 




especie amenazada en vía 
de extinción o de los 
recursos genéticos, 
incurrirá en prisión de 
treinta y dos (2) a cinco 
(5) años y multa de diez 
mil (10.000) SMLMV.  
 
Establece la pena en: 
Treinta y dos (32) a 
noventa (90) meses y 
multa hasta de quince 
mil (15.000) SMLMV.  
Se introducen nuevos 
verbos rectores: apropie, 
mantenga, explore. 
En cuanto al objeto de 
protección, este se amplía 
al integrar el término 
biológicos, y extiende la 
protección, a la 
biodiversidad colombiana. 
Las penas aumentan de 
cuarenta y ocho (48) a 
ciento ocho (108) meses y 
multe hasta de treinta y 




Se incorpora un nuevo 
aumento punitivo, de una 
tercera parte a la mitad, 




amenazadas, en riesgo de 
extinción o de carácter 
migratorio, raras o 
endémicas del territorio 
colombiano. 
329 Violación de 
fronteras para la 
explotación o 
aprovechamiento 
de los recursos 
naturales. 
El extranjero que realizare 
dentro del territorio 
nacional acto no 
autorizado de explotación 
de recursos naturales, 
incurrirá en prisión de 
cuatro (4) a ocho (8) años 
y multa de 100 a 300 
SMLMV 
Incremento punitivo: 
Sesenta y cuatro (64) a 
ciento cuarenta y cuatro 
(144) meses y multa de 
ciento treinta y tres 
punto treinta y tres 
(133.33) a cuarenta y 
cinco mil (45.000) 
SMLMV. 
Se adiciona como verbos 
rectores: aprovechamiento, 
exploración o extracción. 
  
330 Manejo ilícito de 
microorganismos 
nocivos. 
El que con 
incumplimiento de la 
normatividad existente 
introduzca, manipule, 
experimente, inocule, o 
propague, 
microorganismos 
moléculas, sustancias o 
elementos que pongan en 
peligro la salud o la 
existencia de los recursos 
fáunicos, florísticos o 
hidrobiológicos, o alteren 
perjudicialmente sus 
poblaciones incurrirá en 
prisión de dos (2) a seis 
(6) años y multa de cien 
(100) a diez mil (10.000) 
SMLMV. 
Incurrirá en la misma 
pena el que con 
incumplimiento de la 
normatividad existente 
realice actividades de 
manipulación genética o 
introduzca ilegalmente al 
Nueva dosificación: 
Treinta y dos (32) a 
ciento ocho (108) meses 
y multa de ciento treinta 
y tres (133.33) a quince 
mil (15.000) SMLMV. 
En el texto, se adiciona 
que las acciones se 
realicen además con 
“especies”. 
Seguidamente, en el 
inciso, se incluyen las 
actividades que bajo los 





Y se amplía el ámbito de 
protección al incluir la 
protección frente a “un 
riesgo para la salud 
humana, el ambiente o la 
biodiversidad 
colombiana”.  
En cuanto a la pena, la 
misma se establece en: 
Sesenta (60) a ciento ocho 
(108) meses y multa de 
ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 






peligro para la salud o la 
existencia de los recursos 
mencionados en el inciso 
anterior. 
Si se produce enfermedad, 
plaga o erosión genética 
de las especies la pena se 





330 A Manejo ilícito de 
especies exóticas. 
Norma adicionada por el 
artículo 32 de la Ley 1453 
de 2011. 
N/A El que con 




inocule, o propague 
especies silvestres 
exóticas, invasoras, que 
pongan en peligro la salud 
humana, el ambiente, las 
especies de la 
biodiversidad colombiana, 
incurrirá en prisión de 
cuarenta y ocho (48) a 
ciento a ocho (108) meses 
y multa de ciento treinta y 
tres punto treinta y tres 
(133.33) a quince mil 
(15.000) salarios mínimas 
mensuales vigentes. 
331 Daños en los 
recursos naturales. 
El que con 
incumplimiento de la 
normatividad existente 
destruya, inutilice, haga 
desaparecer o de 
cualquier otro modo dañe 
los recursos naturales a 
que se refiere este título, 
causándoles una grave 
La pena se fija en: 
Treinta y dos (32) a 
ciento ocho (108) meses 
y multa de ciento treinta 
y tres punto treinta y 
tres (133.33) a quince 
mil (15.000) SMLMV.  
Se evidencia incremento 
en la pena, fijándola de 
cuarenta y ocho (48) a 
ciento ocho (108) meses. 
No hay modificaciones a 
la multa. 




afectación o a los que 
estén asociados con estos 
o se afecten áreas 
especialmente protegidas 
incurrirá en prisión de dos 
(2) a seis (6) años y multa 
de cien (100) a diez mil 
(10.000) SMLMV.  
 
 
La pena se aumentará de 
una tercera parte a la mitad 
cuando:  
– Se afecten ecosistemas 
naturales, calificados 
como estratégicos que 
hagan parte del Sistema 
Nacional, Regional y 
Local de las áreas 
especialmente protegidas.  
– Cuando el daño sea 
consecuencia de la acción 
u omisión de quienes 
ejercen funciones de 
control y vigilancia.  
332 Contaminación 
ambiental 
El que, con 
incumplimiento de la 
normatividad existente, 
contamine el aire, la 
atmosfera o demás 
componentes del espacio 
aéreo, el suelo, el 
subsuelo, las aguas o 
demás recursos naturales, 
en tal forma que ponga en 
peligro la salud humana o 
los recursos fáunicos, 
forestales, florísticos o 
hidrobiológicos, incurrirá, 
sin perjuicio de las 
sanciones administrativas 
a que hubiere lugar, en 
prisión de tres (3) a seis 
(6) años y multa de cien 
(100) a veinticinco mil 
(25.000) SMLMV. 
La pena se aumentará de 
una tercera parte a la 
mitad cuando la conducta 
se realice con fines 
terroristas, sin que la 
Las penas aumentadas 
se establecen en: 
Cuarenta y ocho (48) a 
ciento ocho (108) meses 
y multa de ciento treinta 
y tres punto treinta y 
tres (133.33) a treinta y 
siete mil (37.500) 
SMLMV. 
 
Se adiciona el término 
“provoque” y se amplía el 
objeto de protección 
referente a el que: 




depósitos o disposiciones 
al aire, la atmósfera. 
Al referirse a las aguas, se 
puntualiza, se trate de “las 
aguas terrestres, marítimas 
o subterráneas”. 
Las penas actuales se fijan 
en: 
Cincuenta y cinco (55) a 
ciento doce (112) meses y 
multa de ciento cuarenta 
(140) a cincuenta mil 
(50.000) SMLMV. 
En esta modificación 
normativa, se modifica y 
adiciona al inciso final: 
La pena se aumentará de 
una tercera parte a la mitad 
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multa supere el 
equivalente a cincuenta 
mil SMLMV.  
cuando en la comisión de 
cualquiera de los hechos 
descritos en el artículo 
anterior sin perjuicio de 
las que puedan 
corresponder con arreglo a 
otros preceptos de este 
Código concurra alguna de 
las circunstancias 
siguientes:  
1. Cuando la conducta se 
realice con fines terroristas 
sin que la multa supere el 
equivalente a cincuenta 
mil (50.000) salarios 
mínimos mensuales 
legales vigentes.  
2. Cuando la emisión o el 
vertimiento supere el 
doble de lo permitido por 
la normatividad existente 
o haya infringido más de 
dos parámetros. 
3. Cuando la 
contaminación, descarga, 
disposición o vertimiento 
se realice en zona 
protegida o de importancia 
ecológica.  




vertimientos o emisiones.  
5. Que se hayan 
desobedecido las órdenes 
expresas de la autoridad 
administrativa de 
corrección o suspensión de 
las actividades tipificadas 
en el artículo anterior.  
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6. Que se haya ocultado o 
aportado información 
engañosa o falsaria sobre 
los aspectos ambientales 
de la misma. 




Norma adicionada por el 
artículo 35 de la Ley 1453 
de 2011. 
N/A El que con 
incumplimiento de la 
normatividad existente 
almacene, transporte o 
disponga 
inadecuadamente, residuo 
sólido, peligroso o 
escombros, de tal manera 
que ponga en peligro la 
calidad de los cuerpos de 
agua, el suelo o el 
subsuelo tendrá prisión de 
dos (2) a nueve (9) años y 
multa de ciento treinta y 
tres punto treinta y tres 
(133.33) a cincuenta mil 
(50.000) salarios mínimos 
legales mensuales 
vigentes.  
La pena se aumentará de 
una tercera parte a la mitad 
cuando en la comisión de 
cualquiera de los hechos 
descritos en el artículo 
anterior se ponga en 






El que por culpa al 
explorar, explotar o 
extraer yacimiento minero 
o de hidrocarburos, 
contamine aguas, suelo, 
subsuelo o atmósfera, 
incurrirá en prisión de dos 
(2) a cinco (5) años y 
multa de cien (100) a 
 Se modifica y adiciona la 
redacción del artículo, 
elimina la palabra “culpa”, 
que antecedía los verbos 
rectores, quedando el 
texto: 
El que provoque, 
contamine o realice directa 
o indirectamente en los 
recursos de agua, suelo, 
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cincuenta mil (50.000) 
SMLMV.  
 
subsuelo o atmósfera, con 
ocasión a la extracción o 
excavación, exploración, 
construcción y montaje, 
explotación, beneficio, 
transformación, transporte 
de la actividad minera o de 
hidrocarburos, incurrirá en 
prisión de cinco (5) a diez 
(10) años, y multa de 
treinta mil (30.000) a 







El que, sin permiso de 
autoridad competente o 
con incumplimiento de la 
normatividad existente, 
realice experimentos, 
introduzca o propague 
especies animales, 
vegetales, hidrobiológicas 
o agentes biológicos o 
bioquímicos, que generen 
o pongan en peligro la 
salud humana o la 
existencia de las especies 
o alteren la población 
animal o vegetal, incurrirá 
en prisión de dos (2) a 
seis (6) años y multa de 
cincuenta (50) a 
doscientos (200) 
SMLMV. 
El aumento punitivo, 
estableció la pena en: 
Treinta y dos (32) a 
ciento ocho (108) meses 
y multa de sesenta y 
seis punto sesenta y seis 
(66.66) a trescientos 
(300) SMLMV. 
Elimina los verbos 
rectores “introduzca o 
propague”, así como a 




En la descripción del tipo, 
adiciona el término 
“riesgo”. 
El término de existencia, 
lo reemplaza por 
“supervivencia” y le 
adiciona “de las especies 
de la biodiversidad 
colombiana”. 
La pena establecida, es la 
de: 
Sesenta (60) a ciento 
cuarenta y cuatro (144) 
meses y multa de ciento 
treinta y tres punto treinta 
tres (133.33) a cincuenta 
mil (50.000) SMLMV. 
335 Ilícita actividad de 
pesca.  
El que pesque en zona 
prohibida, o con 
explosivos, sustancia 
venenosa, o deseque 
La pena incrementada 
se fija en: 
Dieciséis (16) a 
cincuenta y cuatro (54) 
Se modifica el texto 
original, quedando:  
El que sin permiso de 
autoridad competente o 
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cuerpos de agua con 
propósitos pesqueros, 
incurrirá en prisión de uno 
(1) a tres (3) años y multa 
de diez (10) a cincuenta 
mil (50.000) SMLMV. 
meses y multa de trece 
punto treinta y tres 
(13.33) a cincuenta mil 
(50.000) SMLMV, 
siempre que la conducta 
no constituya delito 
sancionado con pena 
mayor. 
 
con incumplimiento de la 
normatividad existente, 
realice actividad de pesca, 
comercialización, 
transporte, o almacenaje 
de ejemplares o productos 
de especies vedadas o en 
zonas o áreas de reserva, o 
en épocas vedadas, en 
zona prohibida, o con 
explosivos, sustancia 
venenosa, incurrirá en 
prisión de cuarenta y ocho 
(48) a ciento ocho (108) 
meses y multa hasta de 
cincuenta mil (50.000) 
SMLMV. 
En la misma pena incurrirá 
el que:  
1. Utilice instrumentos no 
autorizados o de 
especificaciones técnicas 
que no correspondan a las 
permitidas por la autoridad 
competente.  
2. Deseque, varíe o baje el 
nivel de los ríos, lagunas, 
ciénagas o cualquiera otra 
fuente con propósitos 
pesqueros o fines de 
pesca.  
3. Altere los refugios o el 
medio ecológico de 
especies de recursos 
hidrobiológicos, como 
consecuencia de 
actividades de exploración 
o explotación de recursos 
naturales no renovables.  
4. Construya obras o 
instale redes, mallas o 
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cualquier otro elemento 
que impida el libre y 
permanente tránsito de los 
peces en los mares, 
ciénagas, lagunas, caños, 
ríos y canales.  
336 Caza ilegal. El que sin permiso de 
autoridad competente o 
infringiendo normas 
existentes, excediere el 
número de piezas 
permitidas, o cazare en 
época de veda, incurrirá 
en prisión de uno (1) a 
tres (3) años y multa de 
veinte (20) a quinientos 
(500) SMLMV, siempre 
que la conducta no 
constituya delito 
sancionado con pena 
mayor. 
La pena actual, 
corresponde: dieciséis 
(16) a cincuenta y 
cuatro (54) meses y 
multa de veintiséis 
punto sesenta y seis 
(26.66) a setecientos 
cincuenta (750) 
SMLMV, siempre que 
la conducta no 
constituya delito 
sancionado con pena 
mayor. 
Sin modificaciones al 
texto original, ni en 
aspecto punitivo por la 
Ley 1453 de 2011. 
 




El que invada reserva 
forestal, resguardos o 
reservas indígenas, 
terrenos de propiedad 
colectiva, de las 
comunidades negras, 
parque regional, área o 
ecosistema de interés 
estratégico o área 
protegida, definidos en la 
ley o reglamento, 
incurrirá en prisión de dos 
(2) a ocho (8) años y 
multa de cien (100) a 
cincuenta mil (50.000) 
SMLMV.  
La pena señalada se 
aumentará de una tercera 
parte a la mitad cuando 
como consecuencia de la 
Las penas aumentaron 
así: 
Treinta y dos (32) a 
ciento cuarenta y cuatro 
(144) meses y multa de 
trece punto treinta y tres 
(13.33) a cincuenta mil 
(50.000) SMLMV, 
siempre que la conducta 
no constituya delito 
sancionado con pena 
mayor. 
Respecto del inciso 
final, se establece en: 
Cuarenta y ocho (48) a 
ciento ochenta (180) 
meses y multa de 
doscientos (200) a 
cincuenta mil (50.000) 
SMLMV.  
En la modificación al texto 
original, agrega verbo 
rector y además precisa: 
“permanezca así sea de 
manera temporal o realice 
uso indebido de los 
recursos naturales a los 
que se refiere este título en 
área de” (…). 
La pena actual, se 
determina en: 
Cuarenta y ocho (48) a 
ciento cuarenta y cuatro 
(144) meses y multa de 
ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a 





invasión, se afecten 
gravemente los 
componentes naturales 
que sirvieron de base para 
efectuar la calificación del 
territorio correspondiente, 
sin que la multa supere el 
equivalente a cincuenta 
mil (50.000) SMLMV.  
El que promueva, 
financie, dirija, la 
invasión o se aproveche 
económicamente de ella, 
incurrirá en prisión de tres 
(3) a diez (10) años y 
multa de ciento cincuenta 
(150) a cincuenta mil 
(50.000) SMLMV. 
 En el inciso tercero, luego 
de los verbos rectores 
“financie o dirija”, 
suprime la expresión 
“invasión” (…) y más 
delante de amplia el tipo. 
así: “u obtenga cualquier 
otro beneficio de las 
conductas descritas en este 
artículo” 
338 Explotación ilícita 
de yacimiento 
minero y otros 
minerales. 
El que sin permiso de 
autoridad competente o 
con incumplimiento de la 
normatividad existente 
explote, explore o 
extraiga yacimiento 
minero, o explote arena, 
material pétreo o de 
arrastre de los cauces y 
orillas de los ríos por 
medios capaces de causar 
graves daños a los 
recursos naturales o al 
medio ambiente, incurrirá 
en prisión de dos (2) a 
ocho (8) años multa de 
cien (100) a cincuenta mil 
(50.000) SMLMV. 




Treinta y dos (32) a 
ciento cuarenta y cuatro 
(144) meses y multa de 
ciento treinta y tres 
punto treinta y tres 
(133.33) a cincuenta mil 
(50.000) SMLMV. 
Sin modificaciones al 
texto original, ni en 
aspecto punitivo por la 




La modalidad culposa es 
aplicable a las conductas 
de Daños en los recursos 
naturales (331) y 
contaminación ambiental 
N/A Amplia la modalidad 
culposa al tipo penal de 
Contaminación ambiental 
por explotación de 
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(332), generando como 
consecuencia la 
disminución hasta en la 
mitad de la pena. 
yacimiento minero o 
hidrocarburo. 
 Fuente: elaboración propia.  
 
Del análisis realizado, se concluye, que los punibles consagrados en el Título 
XI han sido modificados en dos ocasiones, de forma general. En primer lugar, a 
través de la Ley 890 de 2004, la cual ha sido sujeto de interpretación por la Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, entre otras en sentencia No. 41157, 
y se precisa cómo a través de esta norma se realiza un aumento en las sanciones 
penales (penas, multas), dada la introducción en el procedimiento penal de los 
preacuerdos y negociaciones, indicando, además la Corte: 
 
Atendiendo los fundamentos del sistema acusatorio que prevé los mecanismos de 
negociación y preacuerdos, en claro beneficio para la administración de justicia y los 
acusados, se modificaron las penas y se dejó como límite la duración máxima de sesenta 
años de prisión, excepcionalmente para los casos de concurso, y en general de cincuenta 
años. (p. 8) 
 
Tal reforma, como precisa la sala, obedece a razones de política criminal, a 
fin de evitar la imposición de sanciones disminuidas de forma significativa como 
consecuencia de la realización de preacuerdos o negociaciones con los infractores 
de la normativa penal, al respecto, precisa el alto tribunal: 
 
Como se observa, fueron razones de política criminal las que llevaron a que el legislador 
estableciera un aumento de penas para todas las conductas delictivas, con el fin de evitar 
que por razón de las reducciones punitivas como consecuencia de la implementación de 
instrumentos de colaboración con la justicia los infractores se hicieran merecedores a 
sanciones muy bajas que a juicio del constituyente derivado, no se compadecían con la 
ofensa a los bienes jurídicos que tutelan los tipos penales. (p. 9) 
 
Posterior a esta reforma de aumento punitivo, mediante Ley 1453 de 2011, 
más conocida como “Ley de seguridad ciudadana”, encaminada a eliminar la 
impunidad, luchar contra la criminalidad organizada y el terrorismo, así como 
aumentar la efectividad del procedimiento penal y vincular a la comunidad en la 
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prevención del delito, concretamente en lo referente a los delitos contra los recursos 
naturales. A los artículos 328 y 329 se les adicionan verbos rectores, los artículos 
330, 331, 332, 333, 334, 337 y 339 son modificados parcialmente, al incorporar o 
sustraer expresiones de acuerdo con el texto original, por su parte, el artículo 335 
es modificado en su totalidad y se incorporan a este título dos nuevos tipos penales, 
los cuales son previstos en los artículos 330 A y 332 A. Aunado a lo anterior, las 
penas fueron aumentadas para cada uno de los tipos penales ya indicados y 
respecto de las conductas establecidas en los artículos 336 y 338 no se presentó 
ninguna modificación, en cuanto al texto original ni referente al aumento punitivo del 
que habían sido objeto por la Ley 890 de 2004. 
Ahora bien, determinados los tipos penales de protección de los Recursos 
Naturales y el medio ambiente, es pertinente establecer cuál es el fundamento para 
que el Legislador los haya tipificado como conductas punibles. 
Para ello, será necesario en primera medida recordar a Roxin (1997), en 
cuanto señala como el derecho penal “a diferencia del Derecho civil, no se basa en 
el principio de equiparación, sino en el de subordinación del individuo al poder del 
Estado (que se le enfrenta ordenándole mediante la norma penal)” (p. 43). 
Y esa subordinación reflejada en la tipificación de una conducta como delito, 
se desprende del derecho del legislador a establecer penas, de acuerdo con las 
atribuciones previstas en los artículos 150, 152 y 153 de la Constitución política de 
Colombia y a la articulación que, tal como lo ha precisado la Corte Constitucional, 
en Sentencia C-641 de 2001, en ejercicio de lo establecido en el artículo 250 
constitucional ejerce la FGN, donde además señaló: 
 
La definición de los elementos de política criminal, su orientación e instrumentos son el 
resultado de un proceso colectivo como quiera que se trata de una política estatal y 
participativo tal como surge del texto del artículo 251, numeral 3. Así, en el marco 
constitucional, el Fiscal General de la Nación, el Consejo Superior de la Judicatura, el 
Procurador General de la Nación, la Corte Suprema de Justicia (art. 156), el Defensor 
del Pueblo (art. 282) y también los ciudadanos (art. 40), pueden concurrir con el 
Congreso y con el Gobierno (art. 154) al impulso de políticas legislativas, inclusive en el 




Retomando a Roxin (1997). Versa sobre la existencia de unos criterios 
materiales de la conducta punible, los cuales son previos al Código penal y:  
 
le suministra al legislador un criterio político criminal sobre lo que el mismo puede penar 
y lo que debe dejar impune. Su descripción se deriva del cometido del Derecho penal, 
que aquí se entiende como "protección subsidiaría de bienes jurídicos. (p. 51) 
 
En consecuencia, el objeto de tutela en materia penal se determina a través 
del bien jurídico protegido. Y que significa bien jurídico. Tal concepto fue definido 
por Roxin (1997), en los siguientes términos:  
 
bienes jurídicos son circunstancias dadas o finalidades que son útiles para el individuo 
y su libre desarrollo en el marco de un sistema social global estructurado sobre la base 
de esa concepción de los fines o para el funcionamiento del propio sistema. (p. 56) 
 
En otras palabras, corresponde a las finalidades que en este caso el 
Legislador prevé a través del ordenamiento penal necesarias y útiles proteger, con 
el objeto además de garantizar los postulados constitucionales que estructuran el 
Estado social y democrático de derecho y permiten la vigencia de un orden social 
justo, bajo los postulados de legalidad, debido proceso, favorabilidad, non bis in 
ídem e irretroactividad. 
La Ley 599 de 2000 acoge la teoría de protección de bienes jurídicos, 
enunciando en el Título XI las conductas susceptibles de sanción penal por 
vulneración a los recursos naturales y al medio ambiente, lo cual tiene fundamento 
en el orden jurídico interno (Constitución, leyes, decreto ley), tratados y 
jurisprudencia internacional, así como en la doctrina que desarrolla el eje de 
protección de los recursos naturales desde la teoría antropocéntrica, biocéntrica 






3.1 NORMAS QUE FUNDAMENTAN LA PROTECCIÓN PENAL DE LOS 
RECURSOS NATURALES EN COLOMBIA 
 
3.1.1 La constitución ecológica de 1991 
Lo primero que debe indicarse es la existencia de una serie de normas de origen 
constitucional que fundamentan la protección de los recursos naturales, a través de 
los diferentes ámbitos o vías de sanción. La Constitución Política de 1991 ha sido 
definida por su órgano de interpretación, así como por la doctrina, como una 
Constitución ecológica, dado que consagra una serie de disposiciones mediante las 
cuales se logra establecer como uno de los objetivos del Estado la función ecológica 
de la propiedad y la protección a los recursos naturales. La Corte Constitucional, en 
Sentencia T-411 de 1992, precisó: 
 
La Constitución no es sólo el fundamento de validez del ordenamiento —en la medida 
que regula la creación jurídica—, sino que contiene el orden jurídico básico de los 
diversos sectores de la vida social y política. Ella prefigura un modelo de sociedad. Por 
lo tanto, en ella surge una Constitución económica, con su tríptico: propiedad, trabajo, 
empresa; una Constitución social, con la legislación de sus relaciones; una Constitución 
ecológica y una Constitución cultural. (p. 6)  
 
Son cerca de treinta y cuatro (34) disposiciones constitucionales, que 
permiten fundamentar la protección penal de los recursos naturales. En primer lugar, 
la sostenibilidad ambiental permite asegurar condiciones de vida, desarrollando así 
lo previsto en el preámbulo y los artículos 2 (fines esenciales del Estado: proteger 
la vida), 8 (obligación de proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación), 
11 (inviolabilidad del derecho a la vida), 44 (derechos fundamentales de los niños), 
49 (atención de la salud y del saneamiento ambiental). Seguidamente, en el artículo 
58 se extiende el concepto de propiedad a la existencia de una función ecológica 
de esta, relacionado con el artículo 66 referido a los créditos agropecuarios por 
calamidad ambiental y 67 en cuanto a la educación para la protección del ambiente. 
En lo referido a términos de producción, el artículo 78 hace referencia a la regulación 
de la producción y comercialización de bienes y servicios, el cual preside al pilar 
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que consolida una teoría de protección al medio ambiente, establecido en la 
cláusula del artículo 79, bajo el postulado de “derecho a un ambiente sano”, junto 
con lo previsto en el artículo 80 de planificación del manejo y aprovechamiento de 
los recursos naturales, y lo enunciado en el artículo 81, acerca de la prohibición de 
armas químicas, biológicas y nucleares y el deber de proteger los recursos 
culturales y naturales del país. Posterior a ello, emergen una serie de disposiciones 
que para el caso concreto vale resaltar lo dispuesto en el artículo 226 acerca de la 
internacionalización de las relaciones ecológicas, y el artículo 334 referente a la 
intervención estatal para la preservación de los recursos naturales y de un ambiente 
sano. 
Por otra parte, el cuerpo normativo existente en materia ambiental no solo 
fundamenta, sino que además complementa los tipos penales. Lo anterior debe 
precisarse, dado que los tipos penales de protección a los recursos naturales son 
leyes penales en blanco, es decir, corresponden a una serie de enunciados 
normativos, “que remiten a otros preceptos en cuanto a los presupuestos de la 
punibilidad” y “solo contienen una norma sancionadora, pero que dejan sin embargo 
su integración a otras leyes, reglamentos o incluso actos administrativos” (Roxin, 
1997, pp. 156, 465). Ese contenido normativo que complementa los tipos penales 
en blanco se exponen a continuación. 
 
3.1.2 Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al 
Medio Ambiente 
 
Comprende un amplio marco regulatorio, a partir del cual se establecen las normas 
de preservación y manejo de los recursos naturales renovables, a través de la 
regulación primero del manejo de los recursos naturales renovables y de tal como 
lo consagra el Código a lo largo del contenido respecto de otros recursos, referidos 
a i) la atmósfera y el espacio aéreo nacional. ii) Las aguas en cualquiera de sus 
estados. iii) La tierra, el suelo y el subsuelo. iv) La flora. v) La fauna. vi) Las fuentes 
primarias de energía no agotables. vii) Las pendientes topográficas con potencial 
energético. viii) Los recursos geotérmicos. ix) Los recursos biológicos de las aguas 
56 
 
y del suelo y el subsuelo del mar territorial y de la zona económica de dominio 
continental o insular de la república. x) Los recursos del paisaje.  
En segundo lugar, regula lo referente a la defensa del ambiente y de los recursos 
naturales renovables contra la acción nociva de fenómenos naturales; en tercera 
medida, lo relacionado con los demás elementos y factores que conforman el 
ambiente o influyan en él, denominados en este Código elementos ambientales, 
como: i) los residuos, basuras, desechos y desperdicios, ii) el ruido, iii) las 
condiciones de vida resultantes de asentamiento humano urbano o rural, y iv) los 
bienes producidos por el hombre, o cuya producción sea inducida o cultivada por él, 
en cuanto incidan o puedan incidir sensiblemente en el deterioro ambiental.  
 
3.1.3 Ley 9 de 1979, Código Sanitario 
 
A través de esta norma, que antecede al Código Nacional de Recursos Naturales 
Renovables y de Protección al Medio Ambiente, se establecen los parámetros 
generales que constituyen la base de las disposiciones y reglamentaciones 
necesarias para preservar, restaurar y mejorar las condiciones sanitarias en lo que 
se relaciona a la salud humana, así como los procedimientos y las medidas a 
adoptar para la regulación, legalización y control de los descargos de residuos y 
materiales que afectan o pueden afectar las condiciones sanitarias del Ambiente. 
 
3.1.4 Ley 2 de 1959 
 
La normativa en términos de economía forestal y conservación de recursos 
naturales renovables fue establecida en la Ley 2 de 1959. Se constituyen las zonas 
forestales protectoras y bosques de interés general, con sus respectivos límites o 
demarcaciones. 
 
3.1.5 Ley 99 de 1993 
 
Con esta norma se desarrollan los principios generales de la política ambiental en 
Colombia, se crea el Ministerio del Medio Ambiente, actualmente Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS), a su vez, se reordena el Sector Público 
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encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, y se organiza el Sistema Nacional Ambiental (SINA). 
 
 
3.1.6 Ley 1333 de 2009 
 
Mediante la Ley 1333 de 2009, se establece el procedimiento sancionatorio 
ambiental. La titularidad de la potestad sancionatoria en materia ambiental se define 
en cabeza del Estado, se desarrollan los principios, el concepto de infracción 
ambiental y el conjunto de disposiciones tendientes a imponer y ejecutar las 
medidas preventivas y sancionatorias, a fin de evitar la continuación o realización 
de acciones contra el medio ambiente. 
Por su parte, el artículo 21 de la normativa en mención establece la remisión de 
los casos a la autoridad competente, enviando los hechos y documentos 
correspondientes, en caso de que la situación fáctica por la cual se adelanta el 
procedimiento sancionatorio sea a la vez “constitutiva de delito, falta disciplinaria o 
de otro tipo de infracción administrativa”. Precisa además, que “la existencia de un 
proceso penal, disciplinario o administrativo, no dará lugar a la suspensión del 
procedimiento sancionatorio ambiental” (parágrafo artículo 21).  
 
3.1.7 Ley 685 de 2001 
 
En el marco de esta norma se reglamenta el Código de Minas. Se regulan las 
relaciones jurídicas del Estado con los particulares y las de estos entre sí, tal como 
expone el artículo 2 de la norma en cita, el cual señala “por causa de los trabajos y 
obras de la industria minera en sus fases de prospección, exploración, construcción 
y montaje, explotación, beneficio, transformación, transporte y promoción de los 
minerales que se encuentren en el suelo o el subsuelo, ya sean de propiedad 
nacional o de propiedad privada”, a excepción de la “exploración y explotación de 
hidrocarburos líquidos y gaseosos”, cuya reglamentación corresponde a lo previsto 




El objeto del Código de minas no es otro que estimular las actividades 
anteriormente enunciadas, “en orden a satisfacer los requerimientos de la demanda 
interna y externa” de los minerales presentes en el suelo y subsuelo, “y a que su 
aprovechamiento se realice en forma armónica con los principios y normas de 
explotación racional de los recursos naturales no renovables y del ambiente, dentro 
de un concepto integral de desarrollo sostenible y del fortalecimiento económico y 
social del país” (artículo 1). 
 
3.1.8 Decreto 1076 de 2015 
 
Corresponde a una compilación de los decretos reglamentarios vigentes, que 
desarrollan temas ambientales. Reúne cerca de 1650 artículos, en tres libros; el 
primero referido a la estructura del sector ambiental, el segundo se organiza en once 
títulos que contienen los diferentes temas regulatorios en biodiversidad, gestión 
ambiental, aguas no marítimas, aguas marítimas, aire, residuos peligrosos, gestión 
institucional, instrumentos financieros, económicos y tributarios y régimen 
sancionatorio; por último, las disposiciones finales se prevén en el titulo tercero. 
 
3.1.9 Decreto 1077 de 2015 
 
Se trata en igual sentido de un Decreto compilatorio, el cual si bien establece los 
asuntos que reglamentan el sector vivienda, ciudad y territorio, en temas 
ambientales regula lo referente al manejo y aprovechamiento de residuos, el servicio 
público domiciliario de acueducto y alcantarillado. 
 
3.1.10 Decreto 050 de 2018 
 
Corresponde a un decreto modificatorio del Decreto 1076 de 2015, actualiza 
diferentes conceptos ambientales como lo son: “aguas continentales”, “aguas 
marinas”, “carga contaminante”, entre otros. Establece una nueva forma de 
organizar los usos de los cuerpos de agua continentales superficiales y marinos, 




3.2 MARCO NORMATIVO INTERNACIONAL 
 
La discusión en el ámbito internacional en el intento de proteger el medio ambiente, 
mediante la proclamación de tratados, declaraciones y demás instrumentos de 
derecho internacional, trae consigo obligaciones que, entre otros aspectos, 
consisten en incorporar a los órdenes jurídicos internos tipos penales que sancionen 
las conductas atentatorias contra los recursos naturales, tal como se pasa a 
exponer.  
Dicha incorporación al orden jurídico, se realiza con base en la remisión 
prevista por el artículo 93 de la Constitución Política, donde establece lo referente 
a: 
 
Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los 
derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, 
prevalecen en el orden interno (…) 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad 
con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 
 
En ese sentido, a continuación se enuncian una serie de instrumentos 
internacionales a los cuales no solo los operadores jurídicos sino en general la 
administración, así como el particular deben tomar en cuenta para efectos de dar 
cumplimiento a las obligaciones y compromisos adquiridos por el Estado 
Colombiano. 
 
3.2.1 Declaración de Estocolmo 1972 sobre el medio ambiente humano 
 
Es el resultado de la Conferencia realizada en Estocolmo en 1972, donde a su vez 
se creó el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA). 
Esta declaración es considerada la Carta Magna del derecho internacional 
ambiental y consagra principios relacionados con igualdad, derecho al desarrollo 
sustentable, soberanía estatal sobre los recursos naturales propios, no 




3.2.2 Informe de Brundtland. Nuestro Futuro Común 1987 
 
Fue realizado por la Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo. 
Establece la necesidad de afrontar un doble desafío en el mundo, por un lado, la 
situación de extrema pobreza y, por otra parte, los problemas medioambientales. 
Proporciona una definición del desarrollo sostenible relacionada con “satisfacer las 
necesidades del presente sin comprometer la habilidad de las generaciones futuras 
para satisfacer sus propias necesidades”. 
 
3.2.3 Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo 1992. Río de Janeiro 
 
Esta conferencia precisó y llamó la atención mundial respecto de la relación 
estrecha entre los problemas medioambientales y las condiciones económicas y la 
justicia social. Tuvo diferentes resultados entre los cuales se encuentran: 
Declaración de Río, Convención Marco sobre el Cambio Climático, Convenio sobre 
Diversidad Biológica y Declaración de Principios Forestales. 
La Declaración de Río sobre medio Ambiente y Desarrollo contempla, entre otros 
puntos, en el principio 11 la obligación de los Estados de promulgar “leyes eficaces 
sobre el medio ambiente”, junto con “los objetivos de ordenación y las prioridades 
ambientales deberían reflejar el contexto ambiental y de desarrollo al cual se aplica”.  
 
3.2.4 Convención relativa a los Humedales de Importancia Internacional 
Especialmente como Hábitat de aves Acuáticas 
 
Tal como lo señaló la Corte Constitucional en Sentencia C-582 de 1997, el objeto 
de la convención corresponde al “compromiso de los Estados Partes en lo relativo 
a la delimitación y señalamiento de los humedales de importancia internacional en 
sus respectivos territorios, con miras a la protección y recuperación de tales sitios 
como hábitat de aves acuáticas” (p. 4). En Colombia fue aprobado mediante Ley 




3.2.5 Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas 
de Fauna y Flora Silvestres 
 
Tiene por objeto fundamental, tal como ha precisado la Corte Constitucional en 
Sentencia C-012 de 2004, “salvaguardar la fauna y flora silvestres contra su 
explotación excesiva mediante el comercio internacional, para lo cual los Estados y 
los pueblos deben ser sus mejores protectores, requiriendo al efecto de 
la cooperación internacional como la mejor herramienta” (p. 24). Se desarrolla en 
tres partes: en la primera, consigna entre otros, una serie de definiciones propias 
del instrumento, los principios fundamentales, la reglamentación del comercio de 
especímenes de especies según la clasificación de fauna y flora, y lo relacionado 
con los permisos y certificaciones para la exportación de las especies de que trata 
el Convenio. Fue aprobada en Colombia mediante la Ley 17 de 1981 y 
posteriormente de acuerdo con la enmienda realizada a la convención mediante Ley 
807 de 2003. 
 
3.2.6 Tratado de Cooperación Amazónica 
 
Corresponde a un tratado suscrito por Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, Guyana, 
Perú, Surinam y Venezuela, mediante el cual se reconoce la naturaleza 
transfronteriza de la Amazonía. El objetivo central es la promoción del desarrollo 
armónico de la Amazonía, y la incorporación de sus territorios a las respectivas 
economías nacionales, lo que es fundamental para el mantenimiento del equilibrio 
entre crecimiento económico y preservación del medio ambiente.  
 
3.2.7 Convenio Internacional de las Maderas Tropicales 
 
Ratificado en el año 2006 por Colombia. Se dirige a “promover la expansión y 
diversificación del comercio internacional de maderas tropicales de bosques 
ordenados de forma sostenible y aprovechados legalmente y promover la 
ordenación sostenible de los bosques productores de maderas tropicales” (artículo 
1). El desarrollo, estructura y demás elementos consignados en el instrumento 




3.2.8 Convención marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 
 
Es uno de los instrumentos adoptados en el marco de la Conferencia de Río de 
Janeiro de 1992, el cual fue aprobado por Colombia mediante la Ley 164 de 1993. 
Sin embargo, por tratarse de una Ley Marco en la cual se establecen una serie de 
definiciones, objetivos, principios, así como compromisos generales, fue necesario 
su desarrollo mediante el Protocolo de Kioto, el cual a su vez fue ratificado y 
aprobado por Colombia mediante la Ley 629 de 2000, y el Acuerdo de París, 
ratificado a través de la Ley 1844 de 2017, siendo estos elementos fundamentales 
para avanzar en los impactos del cambio climático, una economía baja en carbono 
y resiliente al clima.  
 
3.2.9 Convenio sobre la Biodiversidad Biológica 
 
A través de este Convenio, los Estados parte se comprometen a conservar las 
especies, transferir tecnologías y compartir de manera equitativa los beneficios 
resultantes del uso comercial de los recursos genéticos. Tiene tres objetivos, la 
conservación de la biodiversidad, el uso sostenible de la biodiversidad y la 
participación justa y equitativa de los beneficios derivados del uso de la 
biodiversidad. Fue aprobado con la Ley 165 de 1994. 
 
3.2.10 Decisión 391. Comunidad Andina 
 
Prevé el régimen común sobre acceso a los recursos genéticos. En su título primero, 
establece una serie de definiciones para efectos del contenido de la decisión. 
Posteriormente desarrolla el objeto de la decisión, el cual corresponde a regular el 
acceso a los recursos genéticos de los Países miembros y sus productos derivados. 
Enuncia el ámbito de aplicación de la norma, principios, reconoce los conocimientos, 
innovaciones y prácticas tradicionales, entre otros aspectos referidos al 
procedimiento de acceso, limitaciones, perfeccionamiento, contratos accesorios y, 
por último, en el apartado de las infracciones y sanciones se hace referencia a la 
aplicabilidad de sanciones de carácter penal, las cuales se impondrán sin perjuicio 
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de la existencia de otras investigaciones administrativas o civiles y de acuerdo con 
los procedimientos previstos en la legislación interna. 
 
3.2.11 Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos 
Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación 
 
En Sentencia C-377 de 1996, la Corte constitucional precisó el objeto del convenio 
de Basilea, al ser el instrumento que “adopta diferentes mecanismos operativos, con 
el fin de controlar la movilización transfronteriza y la eliminación de los desechos 
peligrosos u otros desechos que en el mismo se definen” (p. 1), así mismo, este 
tratado propende por la protección de las personas y el medio ambiente contra los 
efectos adversos derivados de la gestión inadecuada de los desechos peligrosos en 
el mundo entero. Fue aprobado mediante la Ley 253 de 1996. 
 
3.2.12 Convenio de Minamata sobre el Mercurio 
 
El objetivo de este convenio que fue aprobado por Colombia, mediante la Ley 1892 
de 2018, la cual consiste en la protección de la salud humana y el medio ambiente 
de las emisiones y liberaciones antropógenicas de mercurio y compuestos de 
mercurio. 
Como consecuencia de la suscripción del convenio, cada parte se obliga a la 
adopción de medidas apropiadas para que los desechos de mercurio sean 
gestionados de manera ambientalmente racional, ello en consonancia con lo 
previsto por el Convenio de Basilea (artículo 11). 
 
3.3 LA PROTECCIÓN DE LOS RECURSOS NATURALES DESDE LA 
DOCTRINA 
 
Las posturas generadas en torno a la protección de la naturaleza ha llevado a 
reconocimientos incluso de rango constitucional, como en los casos de la 
constitución de Ecuador y de Bolivia. Particularmente, en nuestro ordenamiento 
jurídico se ha establecido una normativa que le reconoce derechos a los animales, 
como “seres sintientes”, y además concibe interpretaciones diferentes respecto a la 
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manera como se estructura el concepto de justicia ambiental, abordándolo desde la 
perspectiva, antropocéntrica, biocéntrica o ecocéntrica.  
A continuación, se presenta el análisis de los derechos de la naturaleza 
desde una perspectiva evolucionista, estableciendo los fundamentos y las 
consecuencias que pueden significar en la práctica estos avances. 
 
3.3.1 Los derechos de la naturaleza y políticas ambientales desde la 
perspectiva de Eduardo Gudynas 
 
Eduardo Gudynas, en su exposición acerca de los derechos de la naturaleza, apela 
por una justicia ecológica a través del reconocimiento de los valores propios de esta, 
los cuales se alejan de las legislaciones actuales, que, dada su precariedad, debido 
al establecimiento de medidas permisivas de generar efectos nocivos al medio 
ambiente, bajo la premisa de que las “compensaciones económicas frente al daño 
ambiental (…)” terminan por causar altas afectaciones donde no se termina por 
compensar al medio ambiente como perjudicado directo, sino al hombre (Gudynas, 
2014, p. 138).  
El nuevo concepto, de acuerdo con Gudynas, no se basa solamente en 
considerar el desaparecimiento de los ecosistemas o en general de las diferentes 
problemáticas ambientales, sino que además encierra cuestiones de justicia. 
Autores como Low y Gleeson (1998), Baxter (2005) y Scholsberg (2009) 
promueven dos postulados básicos: “i) todos los seres vivos tienen derecho a 
disfrutar de su desarrollo como tales, a completar sus propias vidas, 2) todas las 
formas de vida son interdependientes, y a su vez dependen del soporte físico” 
(Gudynas, 2014, p. 138). 
Este nuevo estándar de justicia ecológica complementa al modelo de justicia 
ambiental, en tanto que expande su compromiso no solo con las generaciones 
actuales, sino con las futuras; aunado a ello, amplia el reconocimiento de los 
derechos a otros seres vivos, con base en una redefinición de conciencia, con lo 
cual “los derechos de los animales pueden ser interpretados como un subconjunto 
de los derechos de la naturaleza” (Gudynas, 2014, p. 140).  
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En el mismo sentido, se han desarrollado otros estudios que, si bien no se 
relacionan de forma directa con una justicia ecológica, permiten desarrollar el 
concepto de justicia de forma “multidimensional”, logrando así abordar la 
incorporación de los derechos de la naturaleza, en otros planos sociales o en 
consideración a vías concretas como organizaciones campesinas o indígenas 
(Gudynas, 2014, p. 141). 
Por último, en cuanto al reconocimiento y ampliación de los valores 
intrínsecos en las especies o los ecosistemas se incluyen las diferentes expresiones 
del biocentrismo, transformándose los conceptos de derechos de los ciudadanos, y 
al incorporar la naturaleza como sujeto de derechos, se debe ajustar la noción de 
ciudadanía, lo que impacta en la aplicación de la justicia (Gudynas, 2014, p. 150) 
con lo cual se genera una defensa no solo de los derechos de los ciudadanos, sino 
además de los derechos de la naturaleza. 
Los análisis realizados por Gudynas involucran situaciones del contexto 
ambiental acaecidas en Ecuador y Perú, desarrollando a través de su análisis los 
nuevos conceptos referidos a los derechos de la naturaleza, bajo postulados que 
permiten identificar cómo más allá de la existencia de acciones de reparación y 
compensación, el centro de su reconocimiento es el Estado, contradiciéndose así la 
lógica de los valores intrínsecos de la naturaleza, y siendo importante reformular la 
manera de interpretar y materializar los derechos de la naturaleza mediante políticas 
públicas, interrelacionadas y multidisciplinarias en donde se reconozca su 
importancia de forma objetiva y tendiente no a solo a la protección del ser humano, 
sino del ecosistema, de la Pachamama, del entorno natural, que es en últimas el 
lugar que permite la supervivencia de la especie. 
 
3.3.2 La Pachamama y el humano, según Eugenio Raúl Zaffaroni  
 
El análisis crítico realizado por el autor parte de la evolución en la protección de la 
naturaleza, de donde se originan dos posiciones, “o bien los humanos somos unos 
convidados más a participar de la naturaleza o esta se creó para nuestro hábitat” 
(Zaffaroni, 2014, p. 23). Zaffaroni realiza una serie de consideraciones en torno a 
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las transiciones que han tenido lugar desde la época de la Grecia Antigua hasta el 
presente, haciendo referencia a los juicios a animales presentes en la Edad Media 
y hasta el Renacimiento, la coronación por parte de Descartes al humano como el 
único animado y dueño y señor de todo lo demás, lo inanimado, el pragmatismo de 
Bentham quien, con su postulado de la búsqueda de la felicidad para todos, 
“reconocía a los animales como seres sensibles y convocaba a su respeto y al 
reconocimiento de sus derechos” (Zaffaroni, 2014, p. 38).  
Por otra parte, refiere a Kant con su teoría del contractualismo racionalista, 
quien limitó la ética y el desarrollo del derecho a las relaciones entre humanos 
(Zaffaroni, 2014, p. 39), así como a la doctrina de justicia subhumana, cuyo 
expositor corresponde a Herbert Spencer y concluyó que era menester respetarla 
entre los humanos, aunque mejor, en razón del mayor grado evolutivo (2014, p. 39) 
lo cual culminó con el “problema del alma y reconoció una continuidad del cuerpo 
en que los animales evolucionaban por eliminación de los inferiores, que llegaban a 
los humanos y que también reconocía grados de evolución entre estos” (2014, p. 
44). 
Siendo importante considerar cómo en ese trasegar histórico se discute el 
bien jurídico objeto de protección, encontrando como uno de los clasificatorios el 
hecho de que el maltrato a los animales podía ser una lesión al medio ambiente, y 
para establecer en claro si la naturaleza y no solo los animales pueden ser sujetos 
de derecho (Zaffaroni, 2014, p. 51). 
Al respecto, surge para Zaffaroni el denominado ecologismo jurídico, el cual 
reconoce “al medio ambiente sano” como un derecho del humano (2014, p. 66), y 
en igual medida persiste el ecologismo no jurídico, el cual es el desarrollado por los 
científicos, respondiendo a la negativa de algunos Estados de acoger la normativa 
internacional en materia de compromisos y reconocimiento de derechos, por 
ejemplo, como la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio 
Climático, y sus enmiendas.  
Como consecuencia de ello, han surgido dos corrientes, una ecología 
denominada ambientalista, que “considera que el humano es el titular de los 
derechos y que si bien puede reconocer obligaciones de este respecto de la 
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naturaleza, no corresponde asignar a esta el carácter de titular de derechos”, 
(Zaffaroni, 2014, p. 69), y, por otra parte, surge la ecología profunda —deep 
ecology—, la cual “reconoce personería a la naturaleza, como titular de derechos 
propios, con independencia del humano”, y que en consideración a los 
acontecimientos ocurridos a lo largo del siglo XX, teóricos como Aldo Leopold, Peter 
Singer, Hans Jonás y hasta Michel Serres “reflexionan acerca de la necesidad de 
ampliar la idea de sujeto de derechos a los no humanos” (Zaffaroni, 2014, p. 77). 
Por último, Zaffaroni hace referencia a un nuevo constitucionalismo andino, 
el cual se refleja en los nuevos contenidos introducidos a las constituciones de 
Bolivia y Ecuador, donde la especial relación entre la naturaleza y las personas debe 
interpretarse no tratándose “del bien común reducido o limitado a los humanos, sino 
del bien de todo lo viviente, incluyendo por supuesto a los humanos, entre os que 
exige complementariedad y equilibrio, no siendo alcanzable individualmente” (p. 
111). 
En este sentido, Zaffaroni, a lo largo de su texto “La Pachamama y el 
humano” (2014) hace mención a la evolución histórica, en primera medida, de los 
derechos de los animales, y posteriormente al reconocimiento de estos respecto a 
la naturaleza, hecho que ha llevado a que, con el fin de lograr una protección ante 
la crisis generada por el capitalismo, se garanticen los intereses colectivos, desde 
la óptica de que el ser humano hace parte de estos, es decir, desde el concepto de 
ecología profunda, siendo este uno de los fundamentos para la tipificación de 
conductas atentatorias contra los recursos naturales como tipos penales. 
 
3.4 LOS ENFOQUES DE INTERPRETACIÓN 
 
De la mano con las interpretaciones realizadas por Gudynas y Zaffaroni en líneas 
anteriores, a través de la doctrina se han consolidado una serie de enfoques que, 
conforme a su significado, permiten identificar la teleología que fundamenta una 
norma, así como el objeto de protección especial, refiriendo su centro de acuerdo 
con su contenido, es decir, al hombre (antropocentrismo), a la necesidad de generar 
un contexto cohabitacional ser humano-ambiente (ecocentrismo) o una doctrina 
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mucho más centrada en la protección del medio ambiente (biocentrismo), tal como 




La definición de antropocentrismo, de acuerdo con su significado etimológico, 
significa “centrado en el hombre”, y, desde la perspectiva de la ética, corresponde 
a que “el ser humano es el único candidato a ser considerado en el universo moral”, 
ello considerando que es el “ser humano el único ser en la naturaleza que es un fin 
en sí mismo, es decir, que tiene un valor intrínseco en razón de su autonomía, 
libertad y racionalidad” (Lecaros, 2008, p. 70). Esta concepción significa, en últimas, 
que en relación con la naturaleza las obligaciones que surjan respecto a esta 
tienden a fijar como principal objeto de protección al ser humano, de manera que 
cada acción compensatoria o reparatoria se realiza no por el bien de la naturaleza, 
sino en función del bienestar humano. 
Este concepto ha sido desarrollado por la Corte Constitucional en Sentencia 
T-622 de 2016, al señalar: 
 
responde a una antigua tradición filosófica y económica —que va desde los teóricos 
naturalistas como Smith y Ricardo hasta los pragmáticos neoliberales como Stiegler y 
Friedman— que ha concebido al hombre como el único ser racional, digno y completo del 
planeta. Desde este punto de vista, lo único que importa es la supervivencia del ser 
humano y solo en esta medida debe protegerse el medio ambiente, aun cuando admite la 
posibilidad de la explotación controlada de recursos naturales para promover el desarrollo 
estatal. (p. 46)  
 
El antropocentrismo considera no solo la supremacía de los seres humanos, 
sino también la conquista de la naturaleza y su manipulación para el beneficio 









Hace referencia al grado en que las personas se concientizan sobre los problemas 
ambientales y son capaces de comprometer esfuerzos para contribuir a la solución 
o al menos demostrar la voluntad de comprometerse personalmente en la cuestión 
ambiental (Pires, 2014, p. 612). 
En igual sentido, desde este enfoque, el desarrollo sostenible no es 
considerado apenas una cuestión ambiental, “sino una cuestión más incluyente 
sobre cómo debería o podría estar organizada la relación hombre-sociedad-
naturaleza-empresa, incluyendo, por supuesto, los asuntos de justicia intra e 
intergeneracional. En esta relación, se aprecia que la línea entre humanidad y 
naturaleza es una construcción social” (Toca, 2008, p. 199). 
Respecto a este enfoque en Sentencia T-622 de 2016, precisó: 
 
parte de una premisa básica según la cual la tierra no pertenece al hombre y, por el 
contrario, asume que el hombre es quien pertenece a la tierra, como cualquier otra especie 
(…). De acuerdo con esta interpretación, la especie humana es solo un evento más dentro 
de una larga cadena evolutiva que ha perdurado por miles de millones de años y por tanto 
de ninguna manera es la dueña de las demás especies, de la biodiversidad ni de los 
recursos naturales como tampoco del destino del planeta. En consecuencia, esta teoría 
concibe a la naturaleza como un auténtico sujeto de derechos que deben ser reconocidos 
por los Estados y ejercidos bajo la tutela de sus representantes legales, verbigracia, por 
las comunidades que la habitan o que tienen una especial relación con ella. (p. 48) 
 
A través del ecocentrismo, se promueve que las personas respeten a los 
seres individuales, así como al ecosistema en el que se encuentran y que se vean 
como un solo cuerpo, ello dado que los ecocéntricos se fundamentan a partir de la 
ontología relacional y su interés abarca no solo a las poblaciones y especies, sino 
también a comunidades ecológicas más amplias en diversos niveles de agregación 
(Toca, 2008, p.199). 
Es de agregar que los protagonistas del ecocentrismo “han conceptualizado 
a los humanos y no humanos como miembros de una comunidad, como elementos 
de un gran organismo, como partes de una máquina o como aspectos de un flujo 
de energía” (Toca, 2008, p. 200). 
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Se puede concluir que el ecocentrismo concentra un conjunto de éticas 
fundadas en el valor inherente de toda la naturaleza y de manera integral y moral 





El biocentrismo agrupa las éticas de la naturaleza que se centran exclusivamente en 
la consideración moral del ser vivo (Lecaros, 2008 p. 64). Autores como Paul Taylor, 
en su escrito acerca de “La ética del respeto a la naturaleza” (2005), precisan desde 
una perspectiva más radical que el biocentrismo incorpora de forma combinada y 
enfoque virtuoso elementos de utilitarismo y ética deontológica. Sus postulados 
proclaman el respeto por la vida como principio, y “sostiene que los intentos por 
discriminar distintas formas de vida sobre las bases de un criterio general tales como 
autonomía o sufrimiento son tan arbitrarios como privilegios tradicionales de la 
especie humana”. Este enfoque se relaciona con el trato igualitario de los intereses 
de diversas especies, planteamiento que tiene similitudes al de los derechos humanos 
(Toca, 2008 p. 199).  
En otras palabras, los filósofos biocentricos reconocen moralmente a todos los 
seres vivientes y tal como ha interpretado la Corte Constitucional, en Sentencia T-622 
de 2016: 
 
deriva en un primer momento de una concepción antropocéntrica en tanto estima que la 
naturaleza debe protegerse únicamente para evitar la producción de una catástrofe que 
extinga al ser humano y destruya al planeta. Bajo esta interpretación la naturaleza no es 
sujeto de derechos, sino simplemente un objeto a disposición del hombre. Sin embargo, 
se diferencia del enfoque puramente antropocéntrico en la medida en que considera que 
el patrimonio ambiental de un país no pertenece en exclusiva a las personas que habitan 
en él, sino también a las futuras generaciones y a la humanidad en general. De tal manera 
que lo que ocurra con el ambiente y los recursos naturales en China puede terminar 
afectando a otras naciones, como a los Estados Unidos y a América Latina, como África y 
a Oceanía, lo que constituye una suerte de solidaridad global que, dicho sea de paso, 




El biocentrismo hace referencia a un conjunto de éticas centradas de forma 
exclusiva en la consideración moral del ser vivo, siendo desarrolladas diferentes 
perspectivas: i) el zoocentrismo, donde la consideración moral se reserva para 
especies sintientes y para individuos con conciencia, ii) el biocentrismo fuerte o 
igualitarista, que propende por el respeto de especies animales y vegetales sin 
distinguir las capacidades, iii) el biocentrismo moderado, el cual considera el valor de 
la vida, bajo el salvamento de que la consideración moral depende de la complejidad 
de cada sistema vivo y por ende dicha consideración no es igual para todos (Toca, 
2008, p. 201). 
El estudio de estos enfoques permite realizar un análisis acerca de cuál es el 
enfoque que fundamenta la actual política criminal en Colombia y por ende conduce 
a la tipificación de normas de carácter penal, bajo el postulado de bien jurídico 
protegido de los recursos naturales. 
Al respecto, deberá precisarse que, de acuerdo con el análisis realizado en 
este capítulo frente a los títulos penales previstos, no existe claramente un enfoque, 
sino más bien se parte desde la perspectiva del antropocentrismo, donde es el 
hombre quien, a través de la tipificación de las conductas atentatorias contra los 
recursos naturales y el medio ambiente, pretende salvaguardarse, lo cual se 
evidencia claramente por ejemplo con los tipos penales de contaminación 
ambiental, contaminación ambiental por explotación de yacimiento minero o 
hidrocarburo, o daño ambiental. 
Por su parte, tipos penales como manejo ilícito de especies exóticas o 
invasión de áreas de especial importancia ecológica centran el ámbito de protección 
en la interrelación existente entre el ser humano y los ecosistemas. 
Estas consideraciones revisten de alta importancia para determinar el objeto 
y fundamento de protección del bien jurídicamente tutelado, ya que no solo se está 
protegiendo intereses actualmente conocidos como difusos, sino que se integran en 
la normativa penal los elementos que permiten la supervivencia del ser humano, es 
decir, su entorno, a fin de facilitar de manera multidisciplinaria su interpretación, 
dado que con una acción humana se altera o interviene el ecosistema, y aunado a 
ello se pone en riesgo la supervivencia del planeta. 
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A lo largo de este capítulo, se hizo referencia al fundamento de los tipos 
penales de carácter ambiental, desde diferentes ámbitos, primero el constitucional, 
puesto que de allí emergen las principales directrices, derechos y obligaciones tanto 
para los ciudadanos como para el Estado y el marco del debido proceso. 
Posteriormente, es a través de los Convenios internacionales que se imponen a los 
Estados la obligación de reglamentar y sancionar en el ámbito penal las acciones 
que vulneren los recursos naturales y el medio ambiente. 
Por último, es necesario abordar el ámbito doctrinal, dado que ello 
fundamenta de forma integral los diferentes desarrollos en el área del derecho, 
desde la perspectiva sociológica, filosófica y de análisis, que se va interpretando 
conforme avanza la sociedad y en esa medida los ordenamientos parecen ofrecer 
cierta margen de contención, a través de la prevención general con lo que se insta 
a la no comisión de conductas cuyo resultado sea no solo la vulneración del bien 










4.1 TIPO PENAL DE DAÑO EN LOS RECURSOS NATURALES 
La definición de daño en los recursos naturales, se encuentra precedida del 
concepto de Daño. Al respecto, el Tratadista Juan Carlos Henao, ha señalado que, 
de acuerdo al análisis realizado, la definición de daño, corresponde a “la alteración 
negativa de un estado de cosas existente” (…) y “la aminoración patrimonial sufrida 
por la víctima (El Daño, 2007. P. 84). 
 
Por su parte, el daño ambiental, es considerado como “toda alteración al 
ecosistema, o a los recursos naturales renovables, a la biodiversidad, en fin, a todo 
aquello que hace parte del medio ambiente, tomado en su sentido más general (…) 
deterioro o afectación al medio ambiente que la sociedad no está dispuesta a 
soportar o a internalizar” (Macías, 2007 P. 146 – 148). 
 
Macías ha concretado la definición del daño precisando que el mismo corresponde 
con “aquellas acciones que producen una consecuencia negativa, o efectos nocivos 
sobre todos los elementos bióticos y abióticos que conforman el denominado medio 
ambiente” (Macías, 2007 P. 128) 
 
En cuanto a la definición legal de daño ambiental, la misma se encuentra prevista 
en el artículo 42 de la Ley 99 de 1993, y prescribe “se entiende por daño ambiental 
el que afecte el normal funcionamiento de los ecosistemas o la renovabilidad de sus 
recursos y componentes”. Dicha definición concuerda con lo esbozado ya por la 
doctrina al precisar la alteración o aminoración de los bienes colectivos y que, de 
acuerdo al análisis particular en cada caso concreto, impide el regular desarrollo y 
habitabilidad de las especies de flora y fauna, afectando además la sostenibilidad, 
así como el comportamiento o funcionamiento regular de los ecosistemas. 
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Las definiciones presentadas, nos permiten analizar el tipo penal de daño en los 
recursos naturales, el cual fue establecido en el Código Penal de 1980, bajo la 
protección del bien jurídico del orden económico y social, en el artículo 246, el cual 
posteriormente fue derogado por el artículo 33 de la Ley 491 de 1999. 
Nuevamente la Ley 599 de 2000, en su artículo 331, tipifica el tipo penal de 
daños en los recursos naturales, bajo la tutela de proteger de forma directa los 
recursos naturales y el medio ambiente, mediante la sanción a quien, a través del 
incumplimiento de la normatividad existente, destruya, inutilice, haga desaparecer 
o de cualquier otro modo dañe los recursos naturales reconocidos en el acápite 
referido a la materia. 
Penas que, de acuerdo con las modificaciones normativas, han sido 
incrementadas por la Ley 1453 de 2011, tal como ha establecido.  
La consolidación de tipos penales de protección directa a los recursos 
naturales obedece de forma directa a los compromisos internacionales, así como a 
la política criminal del Estado reorientada a la prevención general, mediante la 
tipificación de conductas y el incremento punitivo en estas. 
Sin embargo, el establecimiento de estas normas de protección no ha sido lo 
suficientemente efectiva para combatir los innumerables ilícitos que a diario atentan 
contra los recursos naturales. Frente a la ineficiencia del derecho penal ambiental, 
Berra y Rodríguez (2017) señalan que ello tiene lugar  
 
ya que por cuestiones de prueba las sentencias absolutorias son las que predominan; 
perdiendo —de esta manera— el efecto intimidatorio que se pretende lograr con las 
sanciones penales, como también desdibujándose la finalidad de prevenir estos 
deterioros al ecosistema en tanto esta rama del derecho siempre actúa a posteriori. (p. 
168) 
 
Conforme a lo que se ha desarrollado, la protección a los Recursos naturales 
responde a disposiciones constitucionales, legales, así como al desarrollo 
internacional en la materia, que postulan la sostenibilidad del medio ambiente como 
elemento indispensable para la supervivencia del ser humano, ello dado que sin la 
debida adopción de medidas, en este caso de carácter penal, el menoscabo a los 
ecosistemas podría continuar en aumento y es en esta premisa que subyace la 
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necesidad de tutelar el bien jurídico de los recursos naturales, mediante la punición 
del daño, por ser necesario para la existencia de la especie, respondiendo además 
a una finalidad de prevención. La prevención puede ser analizada desde dos 
perspectivas en este caso; la primera de carácter general, que tal como lo señala la 
Corte Constitucional en Sentencia C-320 de 1998, impone al legislador asegurar la 
efectiva protección del ambiente, en el mismo sentido señala: 
 
La ley penal brinda la máxima protección jurídica a bienes valiosos para la persona 
humana y la vida social. La traducción de esta defensa en sanciones penales, tiene un 
propósito tanto comunicativo como disuasorio. (…) La tipificación positiva de un delito 
tiene el sentido de comunicar a todos que la realización de una determinada conducta 
rompe la armonía social y, por ende, quien lo haga será castigado con una específica 
sanción. (p. 12) 
 
La tipificación de los delitos contra los Recursos Naturales y el Medio Ambiente 
corresponde con la obligación impuesta por la Constitución al Estado “en punto al 
ambiente y al aprovechamiento y explotación de recursos naturales, no solamente 
sancionar los comportamientos que infrinjan las normas legales vigentes, sino 
también prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental y exigir la reparación 
de los daños causados” (Corte Constitucional, 1998, p. 17). 
Por su parte, la prevención especial, en el caso concreto protege al bien 
jurídico de los recursos naturales y genera disuasión frente a terceros, es decir, 
directamente incide en la sociedad al identificar las consecuencias que para el caso, 
por tratarse de naturaleza punitiva y resarcitoria, conlleva la imposición de una 
sentencia penal, la generación de antecedentes y el establecimiento de una multa, a 
cargo del declarado responsable. 
Recuerda Muñoz Conde (2015) cómo las funciones que debe cumplir la norma 
penal se derivan de su posición en el sistema de control social, ello dado su carácter 
de último instrumento de control social, el cual se concreta en dos funciones, ii) la 
protección de las bases de la convivencia y, ii) la motivación a los ciudadanos para 
que se abstengan de atacar dichas bases (p. 43). 
El delito de daño a los recursos naturales es un tipo penal que hace parte de 
los bienes jurídicos colectivos, universales, supraindividuales o comunitarios, es 
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decir, cuya afectación reside no en un individuo específico, sino que perjudica a la 
colectividad. En este sentido, en cumplimiento de la función de motivación de la 
norma penal, refiere Muñoz Conde (2015) que “en materia medioambiental las 
instancias de control social y la normativa administrativa no han logrado hasta la fecha 
acabar con un deterioro del medio ambiente constante e imparable”, y es por ello que, 
con la tipificación para el caso de la conducta de daño en los recursos naturales, se 
confirma la importancia de dicha protección (p. 47). 
Debido al carácter subsidiario y fragmentario del derecho penal, en este caso 
el análisis al tipo penal indica que, en el conjunto de medidas previstas para el control 
social, la afectación a los recursos naturales se ha hecho muy grave, lo que generó 
concluir que las reglamentaciones previstas en otras áreas del derecho no son 
suficientes para protegerlo y al estas no bastar se hace necesario recurrir a la sanción 
penal. 
 
4.1.1 Elementos del tipo penal 
 
El punible de daño en los recursos naturales se trata de un tipo penal de Lesión, lo 
cual indica, tal como lo refiere Roxin (1997), que para su configuración, “el objeto 
de la acción ha de ser realmente dañado para que haya un hecho consumado” (p. 
336), afirmación que es clara por el legislador, quien dispone a través del enunciado 
de los verbos rectores (destruya, inutilice, haga desaparecer, dañe) que la 
configuración del punible sucede con ocasión a la realización de la acción. 
El sujeto activo en este caso no requiere una cualificación, sino que se trata 
de un sujeto indeterminado, es decir, cualquier persona.  
Frente al adjetivo del tipo penal, el mismo describe al sujeto activo indicando 
“con incumplimiento de la normatividad existente”, y le cualifica para determinar que 
nos encontramos frente a un tipo penal en blanco, al ser amplia la normatividad en 
materia ambiental la que permite interpretar los tipos penales, en este caso referido 
al daño en los recursos naturales.  
Esto implica, para su correcta interpretación, el deber de recurrir a la 
legislación en materia ambiental, así como la regulación administrativa que describa 
77 
 
los límites de intervención o hasta donde se encuentra legalmente autorizado el 
individuo para realizar una modificación o alteración al ambiente.  
Un claro ejemplo lo constituyen los estudios de impacto ambiental, dado que 
son un parámetro para el desarrollo de obras, proyectos de infraestructura, 
generación de energía, proyectos extractivos, constituyéndose en una herramienta 
de planificación. Tal como señala la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 
(ANLA), “es el instrumento básico para la toma de decisiones sobre los proyectos, 
obras o actividades que requieren licencia ambiental y se exigirá en todos los casos 
en que se requiera licencia ambiental de acuerdo con la ley y este reglamento (…)”.  
Sin embargo, para definir puntualmente la legislación que ha de ser verificada 
al analizar si se constituyen los elementos del tipo penal, deberá empezar por 
delimitar el contexto, verificar cuál es la norma especial, por ejemplo en términos de 
delimitación de la frontera agrícola y ganadera, hasta cuál límite se permite la acción 
humana y a partir de qué parámetros se considera un daño a los recursos naturales, 
entendidos estos como zonas de páramo o de especial protección, lo que incluye 
flora, fauna y servicios ecosistémicos.  
Aunado a lo anterior, debe precisarse que este tipo penal se limita a 
reconocer que las afectaciones objeto de sanción penal serán solo respecto a los 
recursos naturales referidos en el Título XI de la Ley 599 de 2000. 
En cuanto a la sanción prevista para el tipo penal, la pena mínima se 
encuentra establecida en 48 meses de prisión y el máximo va hasta 108 meses de 
prisión. Como pena accesoria, implica la imposición de una multa que se encuentra 
entre 133.33 a 15.000 salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
En este tipo penal existe un aumento de la pena de una tercera parte a la 
mitad (para lo cual se seguirán los presupuestos del artículo 60 de la norma en cita), 
cuando con la conducta se afecten ecosistemas naturales, calificados como 
estratégicos que hagan parte del Sistema Nacional, Regional y Local de las áreas 
especialmente protegidas, para lo cual deberá de igual manera interpretarse, entre 
otras normas, con lo previsto en la Ley 165 de 1994, mediante la cual se aprueba el 
Convenio de las Naciones Unidad sobre Diversidad Biológica, el Documento 
CONPES 3680 de 2010 y el Decreto Compilatorio 1076 del 2015. 
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El incremento punitivo, se prevé además cuando el daño a los recursos 
naturales se genera como consecuencia de la acción u omisión de quienes ejercen 
funciones de control y vigilancia. En este sentido, se deberá establecer en desarrollo 
del proceso penal con base en el reglamento correspondiente o contrato de trabajo, 
las labores y funciones desempeñadas por el agente y que como consecuencia de 
su acción u omisión se generó el prejuicio en los recursos naturales. 
4.2. TIPO PENAL DE CONTAMINACIÓN AMBIENTAL 
 
Precisa el legislador, a través de la Ley 599 de 2000, que este tipo penal tiene 
ocurrencia cuando se contamina el “agua, suelo, subsuelo o la atmosfera, siendo 
estos los elementos que constituyen el ambiente” (Gaceta 139, 1998, p. 16). Por su 
parte, de acuerdo con lo señalado por la Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, en 
Casación No. 47504, el tipo penal de contaminación ambiental se encuentra 
“clasificado como de ejecución instantánea, por cuanto su comisión puede tener 
lugar a través de un acto de ocurrencia inmediata” (p. 18).  
Lo anterior se establece de analizar que la realización de la conducta 
obedece a los verbos rectores de provocar, contaminar o realizar directa o 
indirectamente, y posteriormente enuncia una serie de conceptos que por tratarse 
de una norma penal en blanco, tal como lo señaló la Corte Suprema de Justicia en 
la Jurisprudencia ya citada,  
 
La inclusión del ingrediente típico «con incumplimiento de la normatividad existente» 
permite catalogar el trascrito como un tipo en blanco en la medida en que su contenido 
integra reglas jurídicas extrapenales, específicamente las de carácter ambiental (leyes, 
decretos y resoluciones, entre otras)” (p. 29).  
 
Los ingredientes normativos del tipo penal de contaminación ambiental 
deberán desarrollarse por la reglamentación de carácter ambiental y/o 





El marco normativo en materia de calidad del aire precisa unos niveles de concentración 
que permitan verificar la calidad de aire que se respira por los habitantes de determinado 
territorio. El decreto compilatorio 1076 de 2015, así como la Resolución 909 de 2008, la 
Resolución 1180 de 2006, y la Ley 1205 de 2008, reglamentan la materia. 
 
Vertidos 
En cuanto a vertimientos, el control se realiza debido a las descargas incontroladas que 
ocasionan efectos negativos en agua, aire, fauna y flora y en general en la salud 
humana. En este sentido a parir de la Ley 23 de 1973, el Código Nacional de Recursos 
Naturales y una amplia normatividad que agrupa resoluciones y decretos (Ley 9 de 1979, 
Decreto 1541 de 1978, Decreto 1594 de 1984, Ley 142 de 1994, Decreto 3930 de 2010, 
Decreto 4728 de 2010, Decreto 0303 de 2012, Resolución 1514 de 2012, decreto 2667 
de 2012, decreto 2141 de 2016, resolución 1207 de 2014, Resolución 0631 de 2015, 
Resolución 2659 de 2015, Resolución 330 de 2017, Decreto 50 de 2018) deberá ser en 
cada caso concreto interpretada en armonía con la norma penal a fin de establecer la 
afectación o no del tipo penal. 
 
Radiaciones 
En materia de radiaciones, el Ministerio de Minas y Energía, reglamento un marco 
regulatorio para el uso seguro de materiales radiactivos y nucleares, mediante la 
Resolución 181434 del 5 de diciembre de 2002. Posteriormente, en la Resolución 
180052 de enero 21 de 2008, se adopta el sistema de categorización de las fuentes 
radiactivas, que permite establecer el daño potencial que la radiación puede generar en 
la salud humana. A través de la Resolución 90874 de 2014, regulo lo referente a los 
requisitos y procedimientos para la expedición de autorizaciones para el empleo de 
fuentes radiactivas y de las inspecciones de instalaciones radiactivas. En lo referente a 
la licencia de importación de materiales radiactivos, la Resolución 181419, regula lo 
correspondiente, por último en cuanto a la gestión de desechos radiactivos el Ministerio 
de Minas y energía al igual que las demás disposiciones, lo estableció mediante 
Resolución 180005 de 2010. 
 
Ruidos 
La Resolución 627 de 2006, en su momento proferida por el Ministerio de Ambiente, 
vivienda y desarrollo territorial, fija los parámetros de emisión de ruido y norma de ruido 




En relación con los depósitos o disposiciones al aire la atmósfera o demás 
componentes del espacio aéreo, el suelo, el subsuelo, las aguas terrestres, 
marítimas o subterráneas o demás recursos naturales, las normas en materia de 
vertimientos abordan estas temáticas.  
Posteriormente, en la descripción del tipo penal, se hace referencia a que con 
las acciones realizadas se ponga en peligro en primer lugar la salud humana, por lo 
cual será necesario establecer que con ocasión de las acciones realizadas, la 
afectación al ser humano le ha generado efectos contraproducentes en la salud. 
Dichos efectos se establecen, de acuerdo con la validación de los parámetros 
permitidos, la violación a los estos, las consecuencias generadas y el nexo causal 
que determina como origen de la puesta en peligro o en efecto lesión a la salud, el 
factor contaminante. 
Dentro de los sujetos pasivos de la conducta realizada por el sujeto 
indeterminado, dado que no se requiere cualificación alguna, sino que se limita a “el 
que”, se encuentran los recursos fáunicos, forestales, florísticos o hidrobiológicos, 
los cuales se definen a continuación. 
Recursos fáunicos: el artículo 249 del Código Nacional de Recursos 
Naturales establece por fauna silvestre “el conjunto de animales que no han sido 
objeto de domesticación, mejoramiento genético o cría y levante regular o que han 
regresado a su estado salvaje, excluidos los peces y todas las demás especies que 
tienen su ciclo total de vida dentro del medio acuático”. 
Recursos forestales: corresponden a los suelos forestales por su naturaleza 
y de los bosques que contienen, según la destinación del suelo, como actividad 
específica, declaración o delimitación de una zona como área forestal. El Código 
Nacional de Recursos Naturales prevé en el artículo 202 la clasificación de las áreas 
forestales, en productoras, protectoras y protectoras productoras. 
Recursos florísticos: se entiende por flora el conjunto de especies e 
individuos vegetales, silvestres o cultivados existentes en el territorio nacional 
(artículo 195 Código Nacional de Recursos Naturales). 
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Recursos hidrobiológicos: de acuerdo con el artículo 266 del Código Nacional 
de recursos naturales, corresponden a las diversas especies presentes en aguas 
territoriales y jurisdiccionales de Colombia, bien sea marítimas, fluviales o lacustres. 
Para la configuración objetiva del tipo penal, deberá entonces verificarse, 
siguiendo la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, Casación 
No. 47504: 
 
1) Se altere el ambiente con emisiones, vertidos, radiaciones, ruidos, depósitos o 
disposiciones; 
2)  La contaminación generada en el aire, en las aguas, en el suelo o en otros recursos 
naturales supere los límites, niveles o concentraciones permitidos por la legislación;  
3) Se ponga en peligro la salud humana o los recursos fáunicos, forestales, florísticos o 
hidrobiológicos. (p. 30) 
 
En cuanto a la sanción para imponer como consecuencia de la comisión de 
actos de contaminación, la pena prevista parte de 55 meses y como máximo 
establece 112 meses en prisión. El valor de la multa se sitúa entre los 140 a 50.000 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Existen una serie de eventos en los cuales la pena aumenta de una tercera 
parte a la mitad, siempre y cuando en las situaciones desarrolladas anteriormente 
concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
 
1) Cuando la conducta se realice con fines terroristas sin que la multa supere el 
equivalente a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes.  
2) Cuando la emisión o el vertimiento supere el doble de lo permitido por la normatividad 
existente o haya infringido más de dos parámetros. 
3) Cuando la contaminación, descarga, disposición o vertimiento se realice en zona 
protegida o de importancia ecológica.  
4) Cuando la industria o actividad realice clandestina o engañosamente los vertimientos 
o emisiones.  
5) Que se hayan desobedecido las órdenes expresas de la autoridad administrativa de 
corrección o suspensión de las actividades tipificadas en el artículo anterior.  
6) Que se haya ocultado o aportado información engañosa o falsaria sobre los aspectos 




4.3 APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN TIPOS PENALES DE 
DAÑO EN LOS RECURSOS NATURALES Y CONTAMINACIÓN AMBIENTAL  
 
En relación con la aplicación del principio de oportunidad en los tipos penales de 
daño en los recursos naturales y contaminación ambiental, en primer lugar, a partir 
de la solicitud realizada ante la Dirección Especializada contra las Violaciones a los 
Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación —Grupo Destacado en 
Asuntos Ambientales—, se estableció la existencia de doce (12) investigaciones 
dentro de las cuales se dio aplicación a la figura de principio de oportunidad para el 
periodo comprendido entre el año 2017 al 30 de junio de 2018, bajo las causales 
previstas en el artículo 324 numerales 1 al 4 y 7, a saber: 
 










7 del art. 
324 
Daño en los recursos 
naturales, art. 331 
25/08/2017 Juzgado 8 Penal Municipal con 





7 del art. 
324 
Daño en los recursos 
naturales, art. 331 
29/06/2018 Juzgado 3 Penal Municipal con 





7 del art. 
324 
Daño en los recursos 
naturales, art. 331 
03/07/2018 Juzgado 9 Penal Municipal con 





7 del art. 
324 
Contaminación ambiental 
por residuos sólidos 
peligrosos 
23/03/2017 Juzgado 82 Penal Municipal con 





7 del art. 
324 
Contaminación ambiental 
Agravada. Daño en los 
recursos naturales 
Agravado 
19/01/2018 Juzgado Penal Municipal con 







7 del art. 
324 
Explotación ilícita de 
yacimiento minero. Daño 
en los recursos naturales 
03/07/2018 Juzgado Penal Municipal con 





7 del art. 
324 
Explotación ilícita de 
yacimiento minero 
13/12/2017 Juzgado 17 Penal Municipal con 





7 del art. 
324 
Explotación ilícita de 
yacimiento minero 
13/12/2017 Juzgado 17 Penal Municipal con 





7 del art. 
324 
Explotación ilícita de 
yacimiento minero 
14/12/2017 Juzgado 17 Penal Municipal con 





7 del art. 
324 
Daño en los recursos 
naturales e Invasión de 
áreas de especial 
importancia ecológica 
11/01/2018 Juzgado 9 Penal Municipal con 






7 del art. 
324 
Daño en los recursos 
naturales 
17/01/2018 Juzgado 77 Penal Municipal con 






7 del art. 
324 
Daño en los recursos 
naturales. Invasión de 
áreas de especial 
importancia ecológica. 
Contaminación ambiental.  
Ilícito aprovechamiento de 
los recursos naturales. 
25/05/2018 Juzgado 2 Penal Municipal con 
Función de Control de Garantías 
de 
Villavicencio 
Fuente: Petición realizada a Fiscalía General de la Nación. 
 
En complemento a la investigación se solicitó a la Corporación Autónoma 
Regional de Cundinamarca (CAR), así como a la Corporación para el Desarrollo 
Sostenible del Área Manejo Especial de la Macarena (Cormacarena), información 
relacionada con los casos en los cuales se vincularon durante el trámite de 
aplicación de principio de oportunidad, y que dieron lugar a los informes de 
valoración económica y demás trámites internos que en su calidad de víctima fueron 













del art. 324 
Daño en los recursos 
naturales, art. 331 en 
concurso con el punible de 





Juzgado Tercero Penal 
Municipal con Función de 
Control de Garantías 
Ambulante Sede 




del art. 324 
Daño en los recursos 
naturales Art. 331 en 
concurso con el punible de 
invasión de área de especial 
importancia ecológica. 
12 de abril 
de 2018. 
Juzgado Quinto Penal del 
Circuito de Villavicencio. 
Fuente: Corporaciones Autónomas Regionales. 
 
Como consecuencia a lo anterior, y una vez verificado ante los 
correspondientes estrados judiciales la solicitud elevada en cada uno de los 
radicados por parte de la Fiscalía General de la Nación, se logra establecer que con 
base en lo planteado en el artículo 250 constitucional y artículos 66, 323, 324 y ss. 
del Código de Procedimiento Penal, se solicita la renuncia a la persecución penal, 
por haberse dado cumplimiento a las obligaciones impuestas una vez se había 
solicitado la suspensión del procedimiento a prueba por un término preestablecido. 
Con motivo de esa solicitud inicial realizada ante juez de control de garantías, 
en la que se enuncia el relato de los hechos que dieron origen a la investigación 
penal y se informa acerca de las diligencias adelantadas al interior del 
procedimiento, esto es, formulación de imputación, presentación de escrito de 
acusación, permite tener conocimiento acerca de la instancia en la cual se hallan 
las diligencias, es decir, lo que comprende la formulación de imputación 
“investigación”, al existir una inferencia razonable y participación del imputado en la 
comisión del delito o en la etapa correspondiente a la apertura del “juicio”, cuyo inicio 
subyace a la presentación de la acusación, la cual se fundamenta en la existencia 
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de la conducta así como que el acusado es autor o partícipe en la comisión de esta, 
y que dicha premisa se presenta en un grado de probabilidad de verdad. 
Por consiguiente, con la solicitud en mención, los términos para efectos de 
prescripción, en cada uno de los procesos anteriormente citados, conllevan cesar 
temporalmente cualquier trámite propio de la persecución penal, ello conforme a lo 
previsto por el artículo 323 de la norma adjetiva penal, y de acuerdo con lo 
enunciado por el artículo 14 de la Resolución 04155 de 29 de diciembre de 2016 de 
la Fiscalía General de la Nación. 
Considerando el cumplimiento de dos factores, el primero, las condiciones 
impuestas en la diligencia inicial, y segundo, el vencimiento del término de 
suspensión de la acción penal como consecuencia de la aplicación de la figura de 
principio de oportunidad, se acude nuevamente ante juez de control de garantías, 
con el objeto de legalizar los resultados obtenidos y de ser procedente solicitar la 
renuncia a la acción penal, lo que conlleva, entre otros, al archivo definitivo de las 
diligencia. 
Acto seguido, en lo que concierne a establecer, para el caso concreto de los 
delitos cometidos contra los recursos naturales y el medio ambiente, en específico 
los tipos penales de daño en los recursos naturales y contaminación ambiental, se 
expondrán dos casos para ilustrar acerca en primer lugar del trámite realizado en la 
práctica, y segundo, cómo a través de esta vía confluyen el interés reparador por 
parte del procesado y la necesidad de que este sea de tal importancia que el bien 
jurídico tutelado de los recursos naturales sea protegido a plenitud. 
Con ello se establece cómo es la figura del principio de oportunidad una figura 
efectiva, al ir más allá de un procedimiento de carácter administrativo, con 
implicaciones de carácter penal, que les permite a los ciudadanos, en lugar de ser 
objeto de una sentencia condenatoria, la oportunidad para realizar una serie de 
actuaciones, que cumplen con los condicionamientos inicialmente pactados, donde 
prevalece la protección y recuperación o restablecimiento, en este caso de recursos 




En relación con la serie de condicionamientos por realizar en aplicación del 
trámite del principio de oportunidad, tal como se verá, estos son establecidos por 
parte de las Corporaciones Autónomas Regionales, a través del correspondiente 
informe técnico de valoración económica ambiental. 
Si bien al inicio de la investigación se planteó la aplicación de la figura del 
principio de oportunidad bajo las causales 4, 5 y 7, en la práctica se logró establecer 
que las causales 4 y 5 no han tenido lugar. Es por ello que los casos prácticos 
refieren de manera exclusiva a situaciones en donde las Corporaciones Autónomas 
Regionales, en su calidad de víctimas, exigen una serie de acciones, es decir, el 
desarrollo de actividades que restablezcan el bien jurídico afectado y conlleven a la 
resocialización de los procesados. 
En cuanto a la causal 13, numeral enunciado específicamente para los 
punibles que comportan afectación a bienes colectivos y que en igual medida exige 
la reparación integral de la víctima, esta causal no tiene aplicación práctica. Ello por 
cuanto se analiza junto con la causal séptima al ser susceptibles de dar lugar a la 
suspensión del procedimiento penal, durante un término señalado. Término en el 
cual se cumple una serie de condicionamientos, que le facilitan al procesado tener 
un espacio temporal para cumplir las actividades impuestas y a su vez le permite a 
la Fiscalía General de la Nación verificar de la mano de la autoridad ambiental su 
desarrollo, así como la resocialización del procesado, el aprendizaje y compromiso 
de no volver a atentar frente al bien jurídico tutelado de los recursos naturales. 
En curso de la presente investigación, se obtuvo la información referente a 
los informes técnicos de valoración económica ambiental, aspecto sobre el cual es 
importante mencionar cómo la valoración económica de las afectaciones 
ambientales  
 
es una herramienta cuya aplicación práctica se orienta a estimar una aproximación 
monetaria de la pérdida o el deterioro del medio natural causado por el desarrollo de 
una o más actividades antrópicas que provocan un cambio negativo en su estado-salud, 





La identificación de una actividad realizada por el ser humano, las 
alteraciones o efectos biofísicos y sociales ocasionados por esta y sus 
consecuencias directas constituyen la base para, de acuerdo con las condiciones 
anteriores a dicha intervención, determinar las medidas para recuperar los 
ecosistemas. 
 La presente investigación trata entonces de analizar lo referente a la 
aplicación del principio de oportunidad en los delitos contra los recursos naturales y 
el medio ambiente, como medida de protección efectiva al bien jurídico tutelado, 
cuyo fin se encamina al postulado de la reparación y la resocialización. 
Como se muestra en la práctica de la aplicación del principio de oportunidad 
conforme a la causal séptima del artículo 324 del Código de Procedimiento Penal, 
se exponen a continuación los siguientes casos prácticos, con el objeto de orientar 
al lector acerca del procedimiento y resultados obtenidos. 
 




Con respecto al caso radicado con número de noticia criminal No. 
110016099034201380292, la Fiscalía General de la Nación tuvo conocimiento 
mediante denuncia presentada el 27 de agosto de 2013, señalando la existencia de 
presuntas afectaciones ambientales por construcción que desarrolla la Constructora 
BGER S.A.S. 
Mediante informe de 29 de abril de 2016, el fiscal setenta y siete 
especializado de la Unidad Nacional de Delitos contra los Recursos Naturales y el 
Medio Ambiente, actualmente eje temático de la Dirección especializada contra 
violaciones a los derechos humanos, realizó las siguientes precisiones: 
 
“… se observa que en el momento de la diligencia fue invadido, dejando descubierta el 
área, se talaron individuos de porte alto”. 
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“… informan que la invasión de la ronda en su parte derecha en dirección del cuso (sic) 
del cuerpo de agua, conllevando a una serie de alteraciones dadas en los recursos 
propios que aporta en servicios ambientales brindados por el agua, la flora, la fauna, 
temperatura, suelo”. 
“… expone la evidencia de árboles desraizados debido a la presión ejercida lo que ha 
ocasionado la pérdida del soporte del sustrato afectando de manera directa a la flora en 
si (sic) composición en su diversidad y por ende la densidad poblacional y repercute en 
la fauna, en el agua, en el suelo y en el paisaje como en el hombre, por los que se 
considera que se está ejerciendo daños a los recursos naturales colocando en grave 
riesgo a los componentes ambientales con las connotaciones negativas ya descritas”. 
“… expone el análisis de la evidencia de imágenes satelitales, donde indica la invasión 
de ecosistemas de bosque ripario o de galería donde se alteran las condiciones 
naturales y la ronda del cuerpo de agua, generando daños muy graves sobre los 
recursos naturales”. (Informe Fiscalía General de la Nación No. 39285, 2016) 
 
Con base en los hechos precisados anteriormente, por parte del ente 
investigador se imparten las correspondientes órdenes a la policía judicial, y al 
identificar a los responsables de la comisión de la conducta se procede a realizar el 
trámite de aplicación del principio de oportunidad, en modalidad de suspensión de 
procedimiento a prueba. 
 La defensa del procesado dentro del expediente penal se presenta ante la 
Fiscalía General de la Nación, propuesta en la que se plantean cuatro actividades 
encaminadas al resarcimiento con fundamento en la formulación de imputación 
realizada por el ente persecutor, los elementos materiales probatorios y la 
información que obra en Cormacarena. 
 El 17 de julio de 2018, ante la Fiscalía diecinueve especializada adscrita a la 
Dirección especializada contra violaciones a los Derechos Humanos, Recursos 
Naturales y Medio Ambiente, comparecieron el imputado en compañía de su 
apoderado, así como el representante de Cormacarena, con el objeto de estudiar la 
viabilidad de dar aplicación a la figura del principio de oportunidad de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 324 causal 7 de la Ley 906 de 2004, en la modalidad de 
suspensión del procedimiento a prueba en el marco de la justicia restaurativa, con 
base además en lo que reglamenta la Resolución 4155 de 2016, ya estudiada. 
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En relación con lo expuesto por la defensa del imputado, las propuestas de 
resarcimiento corresponden a: 
 
- Taller de formación en gestión ambiental, cuyo objetivo es capacitar en temas 
relacionados con el componente ambiental, con una intensidad de 40 horas con el fin de 
hacer educación ambiental a la comunidad relacionada con el área de reserva que 
colinda con la manzana 37. 
- Vallas informativas: poniendo tres vallas informativas respecto al cuidado, 
mantenimiento y conservación de las áreas de reserva y su contorno (no específica 
Cormacarena dimensiones de la valla). 
- Estudio de la conservación de la biodiversidad indicando que es importante realizar el 
diagnóstico del actual estado de los recursos naturales que existen dentro del área de 
la reserva (no precisa el producto final o cómo se entregarían los resultados del estudio)  
- Jornadas de limpieza y aseo. Propone dos jornadas cada una con intensidad de cuatro 
horas. 
 
En lo que atañe a lo expuesto por parte de la defensa del imputado, se 
observa una serie de actividades no delimitadas, con lo cual para efectos prácticos 
sería muy difícil evaluar en concreto cómo se resarce a la víctima, en este caso, 
cómo se logra el restablecimiento y resarcimiento del bien jurídico tutelado de los 
recursos naturales y el medio ambiente. 
 Para empezar a determinar cómo en el caso concreto se logra establecer una 
serie de condicionamientos concretos, los cuales fueron dispuestos por 
Cormacarena y posteriormente presentados por la Fiscalía General de la Nación 
ante el juez de control de garantías, quien imparte la aprobación correspondiente. 
Es debido a esa participación amplia de la víctima que debe precisarse la 
importancia de esta en los procesos penales, no solamente en aquellos 
diligenciamientos donde se prevea la aplicación de la figura del principio de 
oportunidad, sino en todos y cada uno de los expedientes que para el caso de los 
delitos cometidos contra los recursos naturales y el medio ambiente la calidad de 
víctima reside en las Corporaciones Autónomas Regionales.  
Las Corporaciones Autónomas Regionales regulan su jurisdicción y 
competencia, conforme a lo previsto en la Ley 99 de 1993, así como en las 
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resoluciones 1478 de 2003 y 1084 de 2018 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, documentos donde además se establecen las metodologías de 
valoración de costos económicos del deterioro y de la conservación del medio 
ambiente y los recursos naturales renovables. Con base en las metodologías 
precisadas y adaptadas para cada uno de los casos concretos, se procede a 
determinar a través del correspondiente informe de valoración económica la 
afectación ambiental producida y, por ende, la medida de reparación integral. 
  Por ejemplo, en lo referente a las medidas de reparación, tomando en 
consideración que en el caso presente es Cormacarena la entidad reconocida como 
víctima, es el representante de esta quien procede a determinar las medidas de 
resarcimiento, las cuales son presentadas como propuestas para su aval por parte 
del juez de control de garantías, tal como se muestra a continuación. 
 
Primera propuesta – Cormacarena hacia el procesado 
Se propone de acuerdo con lo planteado por la defensa y conforme al análisis 
realizado a la medida de resarcimiento por parte de los profesionales de 
Cormacarena con base en criterios de evaluación y valoración redirigidos a 
establecer una compensación, consistente en la entrega “de 3111 plántulas, esto 
como resultado del cálculo de compensación para coberturas boscosas (…) se tiene 
como resultado un total de 2.8 hectáreas, con una densidad de siembra de 1111 
árboles por hectárea” (Informe Técnico – Subdirección de Gestión y Control 
Ambiental, Cormacarena). 
 
Segunda propuesta– Cormacarena hacia el procesado 
En cuanto a la elaboración de una capacitación, por parte de la autoridad ambiental, 
se manifiesta:  
 
la medida de restablecimiento esté orientada a la logística con todo lo necesario para el 
desarrollo de una capacitación donde se cuente con la asistencia del procesado, a los 
pobladores del área de influencia y a colegios cercanos, que corresponde a: Auditorio o sala 
de reuniones, medios de proyección, (video beam, sonido, etc.,) se debe garantizar la 
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Para el desarrollo de las capacitaciones, Cormacarena señaló las temáticas en las 
cuales se realizaría el proceso de acompañamiento, siendo estas: i) uso y 
conservación de la flora y fauna, ii) procesos para el aprovechamiento de la 
vegetación, y iii) uso del recurso suelo. El objeto de la formación en estos aspectos 
corresponde a “educar no solo a los infractores sobre los impactos de la actividad 
por ellos realizada, sino que además propender por la protección de los recursos 
naturales, su uso y aprovechamiento de manera sostenible” (Informe Técnico – 
Subdirección de Gestión y Control Ambiental, Cormacarena). 
En lo que respecta a las demás propuestas realizadas por parte de la defensa 
la autoridad ambiental esta no consideró viable la realización de las mismas, es 
decir, no considera como medidas efectivas que contribuyan a resarcir de forma 
efectiva el daño a los recursos naturales, las vallas informativas, los estudios de 
conservación de la biodiversidad como tampoco la jornada de limpieza y aseo. Por 
tanto, desarrolla otros postulados de resarcimiento, los que se proceden a indicar; 
 
Propuesta de elementos para títeres a donar por el procesado 
Cormacarena en su misión de promover el cambio de la cultura ambiental en el 
Meta, implementa diferentes estrategias pedagógicas dirigidas a la población 
conforme a su ciclo de vida, de esta manera considerando la franja poblacional 
infantil se diseñaron las obras de títeres Amemín en la ciudad, El sueño de Amemín 
y El Cambio Climático, cuyo propósito es cautivar la atención e incidir positivamente 
a la reconstrucción de estilos de vida sensibles al entorno natural (Informe Técnico 
– Subdirección de Gestión y Control Ambiental, Cormacarena). 
 
Teniendo en cuenta estos postulados de generación de cambio en cuanto a la 
concepción del medio ambiente y los recursos naturales, por parte de 




1. La fabricación y entrega de quince (15) títeres con las siguientes 
especificaciones técnicas: tamaño de 60 cm de alto x 35cm de ancho, 
elaborado con Flees, rellenos en espuma, lana o peluche, con dacrón o 
yersilon, de acuerdo con el diseño entregado por Cormacarena. Valor por 
unidad $136.400, valor total $2.046.000. 
2. Fabricación y entrega de un (1) teatrino en tubo de aluminio medidas 
1.60 x 1.50 x 90 metros, incluye carpa, cortinas, telón, tula porta tubos, tula 
porta carpa y cortinas, de acuerdo con el diseño entregado por Cormacarena.  
 
Propuesta de juegos impresos a ser entregados por el procesado 
Cormacarena, en su misión de promover el cambio de la cultura ambiental en el Meta 
fortalece los procesos de sensibilización y educación ambiental a través de estrategias 
pedagógicas basadas en el juego como método de aprendizaje, que permitan el 
conocimiento crítico y analítico frente a los problemas de contaminación y degradación 
ambiental, de manera que se logre corregir hábitos, modificar actitudes, 
comportamientos y acciones por parte de los actores sociales. (…) Con este propósito 
se diseñó el material educativo “Cuencas bien manejada y Cuenca mal manejada”, un 
juego de mesa que consiste en dos rompecabezas, uno sobre el buen manejo y otro 
sobre el mal manejo de las cuencas hidrográficas. (Informe Técnico – Subdirección de 
Gestión y Control Ambiental, Cormacarena) 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, se requiere por parte de Cormacarena:  
 
Imprimir y entregar dos mil (2.000) unidades de juegos tipo tablero de acuerdo a las 
siguientes especificaciones técnicas: Tamaño 30 cm x 22 cm, impreso en cartón rígido 
de 2 mm a 4 x 0 tintas, plastificado mate a una cara, con base en cartón de 1 mm para 
armado, el valor debe incluir el troquel, de acuerdo con el diseño entregado por 
Cormacarena. Empacado en bolsa plástica resellable impresa a una tinta. (Acta Fiscalía 
General de la Nación 17 de julio de 2018) 
 
Por un lado, se observa que el ente persecutor realizó una reunión con la 
defensa y representación de víctimas, se plasma una serie de acuerdos que una 
vez considerados debidamente son evaluados por Cormacarena, ente que a la vez 
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reforma dichos acuerdos, llegando a un acuerdo que permite la aplicación de la 
figura. 
Dado el objeto de este trabajo, encaminado a mostrar la efectividad práctica 
de la aplicación del principio de oportunidad en la modalidad de suspensión de 
procedimiento a prueba, como método que permite el restablecimiento y 
resarcimiento de los ecosistemas, en casos de delitos particularmente bajo el 
enunciado de “daño a los recursos naturales”, en este caso se evidencia el 
resarcimiento pleno a través del desarrollo de las actividades planteadas, dado que 
involucra no solamente al procesado, sino a la comunidad en general en torno a la 
educación ambiental, actividades lúdico-prácticas y reforestación mediante la 
entrega de las plántulas, que conforme al análisis realizado y plasmado en el 
correspondiente informe técnico de valoración económica ambiental permite una 





El equipo técnico del Grupo Bióticos y GIEMA de la corporación, realizó una 
evaluación de los pasivos ambientales y la afectación a los recursos con ocasión de 
las actividades de aprovechamiento forestal ilegal de especies nativas en un área 
de 2.12 hectáreas, de la quema a cielo abierto de las especies taladas en un área 
de 2.12 hectáreas y de la indebida intervención de la ronda de protección hidráulica 
del caño Humachica, sin contar con los respectivos permisos, lo que en materia 
penal se adecúa al tipo penal de daño en los recursos naturales – invasión de áreas 
de especial importancia ecológica, ponderando la afectación de cada uno de los 
recursos naturales en dichas actividades.  
Con respecto a este diligenciamiento, la defensa de los procesados solicitó a 
la Fiscalía General de la Nación, luego de que se haya procedido a formular 
imputación y presentar el escrito de acusación, a solicitar la aplicación de la figura 
de terminación anticipada, con fundamento en la causal 7 del artículo 324 del 
Código de Procedimiento Penal, haciendo precisión de que la aplicación de la figura 
94 
 
se realiza en el marco de la justicia restaurativa, así como con el objeto de lograr la 
mitigación, compensación y reparación de los daños ambientales ocasionados por 
los implicados. La conducta imputada en su oportunidad correspodió a la 
adecuación típica contemplada en el artículos 331 daño en los recursos naturales, 
en concurso con el punible de invasión de áreas de especial importancia ecológica, 
previsto en el artículo 337 ibídem, a título de dolo, en calidad coautores, conductas 
consumadas, en concurso heterogéneo y sucesivo, con fundamento en lo normado 
en el artículo 31 del Estatuto Punitivo.  
Frente a la solicitud realizada por la defensa, Cormacarena, que fue 
reconocida como víctima en el diligenciamiento, precisó:  
 
los implicados en este asunto, deberán realizar un programa de capacitación a los 
pobladores del área de influencia de la Hacienda San Gabriel, donde se desarrollaron 
los hechos objeto de este asunto, que pueden ser colegios, veredas y trabajadores de 
la Hacienda San Gabriel y demás vecinos. (…) Las capacitaciones deben comprender 
un total de 80 horas, en un lapso de dos (2) meses. (Acta de compromiso 4 de 
septiembre de 2017) 
 
El temario especificado para las capacitaciones que deberán 
realizarse, debidamente acordado por las partes y que obra en acta de 
septiembre 4 de 2017, fue establecido así:  
 
- Uso y conservación de flora y fauna 
Objetivo: Dar a conocer a la comunidad del sector la importancia de la conservación 
de la flora y fauna aledaña al predio san Gabriel y rondas de protección de las 
fuentes hídricas del área de influencia.  
Temas: 
Biodiversidad y su importancia. Bosque y servicios ambientales.  
Reconocimiento de los tipos de vegetación en la zona y sus posibles servicios 
ambientales.  





- Calidad del aire 
Objetivo: Concienciar a la comunidad del área de influencia sobre la importancia del 
recurso del aire. 
Temas: 
• Introducción a la comunidad sobre la composición del recurso aire.  
• Principales contaminantes generados a la atmósfera por la quema a cielo 
abierto de cobertura vegetal. 
• Definición de fuente fija, fuente dispersa o difusa y fuente móvil. 
 
Aunado a lo anterior, Cormacarena estableció fundamental la siembra de 
especies para resarcir el daño ocasionado, imponiendo como medida 
compensatoria la reforestación del área afectada, que corresponde a 2,12 
hectáreas, mediante la plantación de árboles nativos con carácter protector y de 
conservación como nacedero (Trichanthera gigantea), guadua (Guadua 
angustifolia), cambulo (Erythrina fusca), matarratón (Gliricidia septum), pata de vaca 
(Bachina guianensis), caño fistol (Casia moscada), yopo (Anadenanthera peregrina) 
o especies propias de la zona como el yarumo (Cecropia sp), Balso (Ochroma 
pyramidale), lacre (Vismia sp), o palmas como la palma zancona (Socratea 
exorrhiza), palma manaca (Euterpe precatoria), entre otros.  
En el informe técnico de valoración ambiental se señaló, de acuerdo con las 
características del área afectada, “realizar el trazado en cuadro, con distancias de 
4.00 metros entre individuos, para lo cual se deben sembrar un total de mil 
trescientos veinticinco plantúlas” (Evaluación de pasivos ambientales y afectación, 
Cormacarena, PS-GJ.1.2.17.78.49). 
Los requerimientos realizados por parte de la representación de la víctima y 
puestos de presente en la audiencia de suspensión de procedimiento a prueba 
fueron debidamente cumplidos por parte de los acusados, razón por la cual se 
procedió a la extinción de la acción penal. 
Analizado el trámite de aplicación del principio de oportunidad llevado a cabo, 
con base en las actas de compromiso y la legalización de este, así como del 
cumplimiento de las medidas compensatorias a que hubo lugar en el decurso de la 
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acción penal y que permitieron, por parte de los procesados, la manifestación de 
arrepentimiento, así como la realización de actividades generadoras de educación 
ambiental y recuperación de la zona afectada, se verifica que como consecuencia 
del trámite del principio de oportunidad una forma efectiva de lograr los fines que 
establece el nuevo sistema penal acusatorio y que distan de las sanciones 




5. REPARACIÓN EN CASOS DE AFECTACIÓN A LOS RECURSOS 
NATURALES Y EL MEDIO AMBIENTE 
 
Con respecto a la reparación en los casos de afectación a los recursos naturales, 
tendrá que considerarse, tal como se ha expuesto a lo largo de esta investigación, 
que el fundamento del derecho ambiental en general acude a normativas 
internacionales, así como la temática de reparación integral, la cual no es la 
excepción.  
Los delitos de contaminación ambiental, daño en los recursos naturales y demás, 
surgen como consecuencia de la necesidad de proteger el bien jurídico tutelado de 
los Recursos Naturales y el Medio Ambiente en Colombia. Si bien, inicialmente su 
tipificación tal como se ha venido señalando obedece a fines de carácter económico, 
ha sido en razón a la importancia y compromisos internacionales expuestos, que las 
conductas que atentan contra el Medio ambiente han adquirido autonomía como 
tipo penal.  
Es preciso aclarar que las temáticas ambientales han sido abordadas de manera 
somera a lo largo de la historia en los diferentes sistemas de justicia transicional, lo 
cual tiene lugar de acuerdo a la interpretación y particular tratamiento que en el 
marco de un conflicto armado surge respecto del medio ambiente, puesto que el eje 
central de estos procesos son las víctimas, siendo los aspectos ambientales solo 
uno de los postulados que propenden por la verdad, justicia, reparación y garantía 
de no repetición de los hechos que constituyeron la lesión de los derechos de las 
víctimas.  
Por otra parte, la protección del Bien Jurídico de los Recursos Naturales y el Medio 
Ambiente en materia penal es abordado con mayor precisión en la Justicia ordinaria, 
dado que el directamente afectado con la conducta punible es el Medio ambiente, 
el objeto de sanción recae sobre una persona natural quien es el autor de la 
conducta, y es el Medio Ambiente a su vez el sujeto de reparación, en caso de 




Así mismo, el proceso penal en colombia, desarrolla en su artículo 92 objetivo y 
siguientes, lo referente a las medidas cautelares, las cuales a partir de la 
formulación de imputación o apertura a la etapa de investigación pueden ser 
impuestas en contra del procesado, por el Juez de Control de Garantías con el fin 
de garantizar el derecho de indemnizar a las víctimas, en caso de demostrarse la 
responsabilidad. La naturaleza de estas medidas es de carácter transitorio, por 
ende, solo se verán materializadas hasta la imposición de una sentencia de condena 
en perjuicios dentro del incidente de reparación integral.  
Es en este momento procesal, donde luego de haberse debatido y demostrado las 
pretensiones por parte de la víctima, el Juez de conocimiento luego de analizar los 
elementos materiales de prueba puede declarar civilmente responsable al 
condenado, con lo cual se efectiviza la reparación integral a la víctima, en este caso, 
el medio ambiente. De otro lado, como terminación anticipada del proceso penal, la 
figura de la aplicación del principio de oportunidad, como ya se ha expuesto en la 
presente investigación, la Fiscalía General de la Nación debe garantizar la 
reparación integral a la víctima, teniendo en cuenta que esta es uno de los 
fundamentos del Sistema penal con tendencia acusatorio actual, aquel 
representante del ente acusador deberá tener en cuenta para efectivizar esa 
reparación integral a la víctima los lineamientos impartidos en el marco 
internacional, tal como se expone a continuación.   
En primer lugar, se contempla no solo el contenido, sino el contexto y 
fundamento de los principios y directrices básicos de las Naciones Unidas sobre el 
derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales 
de los derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones, en donde se señala 
particularmente que “los principios y directrices eran indebidamente restrictivos 
dado que todas las violaciones de los derechos humanos conllevaban el derecho a 
interponer recursos y obtener reparación” (Van Boven, 2010, p. 3). 
En relación con la noción de víctima, Van Boven precisa que deberá actuarse 
conforme al concepto de víctima adoptado en la Declaración sobre los principios 
99 
 
fundamentales de Justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder, 
aprobada mediante la Resolución 40/34 de la ONU, la cual refiere que: 
 
Se entenderá por “víctimas” las personas que, individual o colectivamente, hayan sufrido 
daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o 
menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, como consecuencia de acciones 
u omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados Miembros, incluida la 
que proscribe el abuso de poder. (Resolución 40/34 de 29 de noviembre de 1985. 
Apartado A). 
 
En relación con la temática de la afectación a los recursos naturales, del 
anterior concepto pueden resaltarse los siguientes aspectos: 
 
a. La afectación, si bien refiere en estricto sentido respecto a daños 
ocasionados a “personas” (antropocentrismo) en sus derechos 
fundamentales, también lo es que el ámbito de daño se presenta más allá de 
la esfera individual y trasciende generando afectaciones de carácter 
colectivo. En el acápite de casos prácticos, se ha señalado el papel que 
desempeñan las Corporaciones Autónomas Regionales, las cuales hacen 
parte del diligenciamiento penal a través de su vinculación en calidad de 
víctima. 
b. Al referirse al menoscabo sustancial de los “derechos fundamentales”, debe 
considerarse la evolución del derecho constitucional, donde se reconocen, 
entre otros, particularmente el derecho al medio ambiente como derecho 
colectivo, lo cual no obsta para que en casos particulares se propenda su 
protección o haya lugar a su reconocimiento como derecho fundamental.  
c. Explícitamente el hecho vulnerador corresponde a acciones u omisiones que 
violen la “legislación penal vigente”. Lo cual, tal como se ha venido 
señalando, se desarrolla en cumplimiento de los compromisos 
internacionales adquiridos por el Estado colombiano al ratificar tratados, 
entre otros documentos en materia ambiental, y se concreta en la 
judicialización vía penal de aquellas conductas que atenten contra los 
recursos naturales y el medio ambiente. 
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d. La reparación de carácter penal dista de los postulados del derecho 
administrativo sancionador, al valorarse el fin perseguido por cada una de 
estas normas, y de acuerdo con el carácter eminentemente restrictivo del 
derecho penal. Con la reparación penal, se pretende en efecto resarcir la 
afectación al bien jurídico tutelado, sin embargo, esta no es un elemento 
determinante al momento de la imposición de una sentencia de carácter 
condenatorio. 
5.1 MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL 
 
En primer lugar, las medidas de reparación por los daños sufridos han sido 
enunciadas en la Resolución 60/147 de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en el apartado IX. Los artículos 19 a 23 desarrollan las diferentes formas 
encaminadas al logro de una reparación plena y efectiva, las cuales corresponden 
a: 
 
A. Restitución: Pretende devolver a la víctima a la situación anterior a la 
violación, Calderón (2013). Conforme a lo expresado en la Resolución 60/147 
de la ONU, comprende, de acuerdo con cada caso, el restablecimiento de la 
libertad, el disfrute de los derechos humanos, la identidad, la vida familiar y 
la ciudadanía, el regreso a su lugar de residencia, la reintegración en su 
empleo y la devolución de sus bienes (p. 46). 
B. Rehabilitación: Tiene por objeto reparar las afectaciones físicas, psíquicas y 
morales que puedan ser objeto de atención médica o psicológica. Incluye 
además servicios jurídicos y sociales. 
C. Satisfacción: Se orientan a reintegrar la dignidad de las víctimas y ayudar a 
reorientar su vida o memoria. En este aspecto, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, ha venido desarrollando a través de sus 
pronunciamientos diferentes acciones que conllevan a la materialización de 
este postulado, entre ellos la publicación o difusión de la sentencia (entre 
otros casos, Barrios Altos, Cantoral Benavides y Durand y Ugarte), acto 
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público de reconocimiento de responsabilidad (el primer caso en el cual la 
Corte IDH, ordenó un acto público de reconocimiento de su responsabilidad 
y desagravio, fue el Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala), medidas en 
conmemoración de las víctimas, o hechos y derechos (Caso Benavides 
Cevallos vs. Ecuador, Caso Villagrán Morales y otros vs. Guatemala, entre 
otros…), becas de estudio y becas conmemorativas (ordenada por primera 
vez en el caso Barrios Altos vs. Perú), medidas socioeconómicas de 
reparación colectiva (corresponde a medidas de alto alcance para la 
colectividad, como la otorgada en el Caso Aloeboetoe y otros vs. Surinam). 
Así mismo, la Corte, de acuerdo con el análisis de cada caso, ordena las 
medidas de satisfacción que considere adecuadas. 
D. Garantías de no repetición: Fueron establecidas con el objeto de propender 
por la no repetición de los hechos que ocasionaron la violación. Su 
materialización, tal como señala Calderón (2013), comprende 
capacitaciones, reformas legislativas, adopción de medidas de derecho 
interno, entre otras, encaminadas a reparar las consecuencias de la medida 
o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos (p. 64). 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha proferido numerosas 
medidas en este ámbito, por ejemplo, en los casos Hilaire y otros vs. Trinidad 
y Tobago; Pachecho Teruel vs. Honduras, entre otros, y a su vez ha 
clasificado estas medidas en dos grupos: 
1. Medidas de capacitación, formación o educación en materia de derechos 
humanos para funcionarios públicos y otros grupos. 
2. Adopción de medidas en derecho interno. 
E. Obligación de investigar, juzgar y, en su caso, sancionar. El análisis de esta 
perspectiva, se reorienta a la obligación de garantía que surge del derecho 
sustantivo, así como el acceso a la justicia para las víctimas y familiares de 
una violación con una impunidad prolongada (Calderón, 2013, p. 73). 
F. Indemnización: De acuerdo con la Resolución 60/147 de la ONU, la 
indemnización ha de concederse de forma apropiada y proporcional a la 
gravedad de la violación y a las circunstancias de cada caso, por todos los 
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perjuicios económicamente evaluables que sean consecuencia de 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos 
o de violaciones graves del derecho internacional humanitario.  
La Corte Interamericana de derechos humanos ha desarrollado en su 
Jurisprudencia lo referente a la Indemnización, bajo los postulados de 
indemnización compensatoria, la cual refiere a la valoración de daños 
materiales e inmateriales; integra toda orden (…) respecto de un monto 
determinado que atiende a un daño específico. 
 
La referencia realizada a las medidas de reparación integral existentes en el 
marco internacional tiene lugar debido a que determinar en específico cuáles y qué 
características debe contener la reparación integral para el caso de las afectaciones 
a los recursos naturales y el medio ambiente debe tomar en consideración la 
Resolución 60/147 de la ONU, así como los diferentes pronunciamientos de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, al ser el órgano convencional no solo de la 
Región, sino que ha desarrollado en mayor interpretación las medidas de 
reparación. 
En igual sentido, la valoración de los costos ambientales realizadas por las 
Corporaciones Autónomas Regionales se realiza en virtud de lo señalado por la Ley 
99 de 1993 y lo reglamentado por la Resolución No. 1084 de 13 de junio de 2018, 








El principio de oportunidad corresponde a una nueva figura dentro del Sistema 
Penal Oral Acusatorio, a través del cual se propende por el cumplimiento de los 
postulados de justicia restaurativa, así como por la garantía de protección y 
restablecimiento del bien jurídico tutelado de los recursos naturales y el medio 
ambiente, bajo su aplicación en la modalidad de suspensión del procedimiento a 
prueba, una vez se ha dado cumplimiento a dichas condiciones. Esta figura obedece 
más allá de las medidas administrativas o sanciones de ese carácter que pueden 
ser impuestas en desarrollo de un proceso administrativo sancionatorio. Se trata de 
una institución de carácter penal, reglamentada previamente y que permite al 
órgano persecutor la renuncia, suspensión e interrupción de la acción penal. 
A través de los casos prácticos, se evidenció la importancia de la 
participación de las Corporaciones Autónomas Regionales en calidad de víctima en 
los procesos penales, teniendo en cuenta que han venido desarrollando parámetros 
de valoración de costos ambientales, los cuales se materializan al ser cumplidos por 
parte del acusado mediante la reparación integral. 
 En el ámbito internacional, es de destacar pronunciamientos de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, donde se ha dado apertura amplia a los 
principios proclamados en la Resolución 60/147 de la ONU, interpretaciones y 
documento que sirven de parámetro a la hora de establecer la medida de reparación 
integral que se debe imponer en cada caso concreto. 
Por ende, teniendo en cuenta la culminación de los procesos penales 
adelantados por el punible daño en los recursos naturales y contaminación 
ambiental, a través de extinción de la acción por aplicación de la figura de principio 
de oportunidad, se convierte esta en una garantía de acceso a la administración de 
justicia, de reparación y de generación de oportunidades para aquellos primeros 
infractores, quienes con este procedimiento se transforman además en personas 
resocializadas que generan prevención general y prevención especial.  
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En el marco de un proceso penal, corresponde analizar el cumplimiento de 
los fines de la pena, de la mano con el resarcimiento de los perjuicios que por la 
afectación al bien jurídico protegido concurran. Particularmente, con esta 
investigación se logró establecer, a través del análisis de casos prácticos, cómo el 
principio de oportunidad, institución novedosa reglamentada a partir del artículo 250 
constitucional, es una figura que permite la interacción de los sujetos procesales 
que intervienen en desarrollo de un proceso penal, generando de parte del 
procesado la realización de una serie de compromisos impuestos bajo la supervisión 
del juez de control de garantías a solicitud de la Fiscalía General de la Nación y de 
acuerdo con los parámetros establecidos por las víctimas, que para el caso puntual 
de los delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente corresponde a las 
Corporaciones Autónomas Regionales, y que una vez observado el cumplimiento 
de dichas obligaciones impuestas es el ente persecutor el encargado nuevamente 
de acudir ante el juez de control de garantías, para la extinción de la acción penal. 
Se cumple así con los presupuestos de verdad, justicia y reparación en materia de 
daño ambiental, al ser sometidos los diligenciamientos a la aplicación del principio 
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